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Decide el despacho de fondo la demanda instaurada en ejercicio de la ACCIÓN POPULAR, consagrada por el artículo 88 de la Constitución Política, reglamentado por la Ley 472 de 1998, por el señor DIEGO FERNANDO PÉREZ GONZÁLEZ, actuando en nombre propio contra el MUNICIPIO DE YARUMAL – ANTIOQUIA, para que mediante sentencia se protejan los derechos colectivos al goce de un ambiente sano; el goce del espacio público y utilización y defensa de los bienes de uso público; y se profieran las siguientes,   
PRETENSIONES 


“Primera: Que se ORDENE a la entidad Pública demandada, representada legalmente por el señor alcalde RODRIGO ALBEIRO JARAMILLO VILLEGAS o quien haga sus veces, enmendar la construcción del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”. 

Segunda: Que ORDENE el desalojo inmediato del Puesto de Mando Adelantado del Batallón de Infantería Nº 10 Girardot. 

Tercera: Que de conformidad con lo dispuesto en el Inciso 2º del Artículo 1005 del Código Civil Colombiano – que a la fecha se encuentra vigente – se nos recompense como actores populares de esta acción popular en el porcentaje que corresponda. 

Cuarta: Que se compulsen copias de esta denuncia a la Procuraduría y Contraloría, para lo que se considere pertinente.” 
FUNDAMENTO FÁCTICOS
Las anteriores pretensiones, tuvieron como supuestos fácticos los que a continuación se sintetizan:

A un costado de la vía que conduce a la Costa Atlántica, en las afueras del Municipio de Yarumal – Antioquia, se encuentra ubicado el “Parque Ambiental y Ecológico Rubén Piedrahita”, con un área aproximada de treinta y cuatro (34) hectáreas, cuenta con senderos ecológicos, kioscos, juegos mecánicos  e infantiles, piscinas y canchas polideportivas. 
Por iniciativa de la Administración Municipal de Yarumal, desde hace aproximadamente 17 años, se han venido desarrollando diferentes proyectos con el fin de adecuar las instalaciones del parque y brindar un mejor servicio a la comunidad. 

Se afirma en la demanda que en la administración del señor Javier de Jesús Orrrego Arango, entre los años 1995 – 1997, se realizaron obras tales como: construcción de las piscinas y adecuación de los juegos infantiles, entre otras. 

Posteriormente, en la administración del señor Rodrigo Albeiro Jaramillo Villegas, entre los años 2004 a 2007, se realizaron nuevas obras, entre ellas: la instalación de tobogán en la zona húmeda y adecuación de las tribunas laterales de la cancha de fútbol, remodelación de las canchas de microfútbol y baloncesto, instalación de los juegos mecánicos e implementación de ambientes para juegos externos, y la construcción de un muro de contención para crear un lago artificial. 

Aduce el demandante que al término de la administración del señor Jaramillo Villegas, algunas de las obras no se abrieron al público por que no habían sido concluidas. 

Alega el actor, que en el período comprendido entre el año 2008 y el año 2011, con la administración del Ingeniero Carlos Guillermo Atehortua Quiceno, las obras no se retomaron, quedando en total abandono; lo que conllevó a que personas ajenas se apoderan de algunas partes de los juegos mecánicos, y ya ninguno es funcional; igualmente, al deterioro de las zona húmeda, con agua retenida en estado de putrefacción, crecimiento de maleza sobre la zona de circulación de las piscinas, proliferación de insectos; y  con daños estructurales los kioscos y tableros de las canchas. 

Se aduce además que la zona de vestier y baños de la cancha de fútbol, se encuentra en total abandono, presentando un riesgo inminente para los usuarios, al punto de generar un ambiente de insalubridad y refugio para drogadictos y delincuentes. 

Durante el período descrito se permitió el asentamiento permanente del puesto de mando adelantado del Batallón de Infantería No. 10 Girardot, quienes disponen de las instalaciones del parque en función de su servicio. 
Finalmente, se afirma que pese a lo anterior, el parque se encuentra abierto al público en general. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
En la demanda incoada se invoca como fundamento legal de las pretensiones los artículos 63, 79, 82 y 88 de la Constitución Política; artículos 674, 675, 677 y 1005 del Código Civil; artículo 8 de la Ley 9 de 1989; Ley 140 de 1994; ley 361 de 1997; Ley 388 de 1997; Ley 472 de 1998; Ley 810 de 2003; Ley 1454 de 2011.

TRÁMITE IMPARTIDO AL PROCESO 

La demanda de Acción Popular fue presentada el día 09 de marzo de 2012 ante la oficina de apoyo judicial de los Juzgados Administrativos
, una vez realizado el respectivo reparto correspondió a este Despacho su conocimiento y por auto del 14 de marzo de 2012, fue admitida la demanda disponiendo la vinculación de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL – CUARTA BRIGADA, denegando la medida provisional solicitada,  y concediendo amparo de pobreza (Folio 34- 36). 

Surtidas las notificaciones de rigor
, el Municipio de Yarumal y la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, dieron respuesta a la demanda propuesta en término oportuno (folios 52 – 57; y 65 – 74, respectivamente). 

Informada la comunidad de la existencia de la acción popular de la referencia, el Despacho programó audiencia de pacto de cumplimiento
, para el día 03 de octubre de 2012, reprogramada con posterioridad para el día 27 de noviembre de 2012. 

En la fecha programada, 27 de noviembre de 2012, se celebró la Audiencia de pacto de cumplimiento, declarándola fallida ante la ausencia del actor popular (folios 125).

Esta acción se abrió a pruebas, mediante auto proferido el día 18 de enero de 2013 (folios 139); decretándose la pruebas solicitadas por las partes. 

Vencido el período probatorio, se corrió traslado común a las partes para alegar de conclusión  (folios 187).

Por auto del 07 de octubre de 2013, se dispuso de oficio la práctica de unas pruebas, por lo que el expediente, salio de despacho para proferir sentencia, ingresando nuevamente el día 27 de enero de 2014 (folio 221 vto.). 

Encontrándose el proceso a despacho para sentencia, se advirtió que se hacía necesario integrar el contradictorio con el ente que eventualmente concurre a la vulneración de los derechos colectivos invocados, por lo que por auto del 11 de febrero de 2014
, se dispuso la vinculación, de manera oficiosa, como parte demandada del INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL “INDERYAL” 

Surtida la notificación del ente vinculado, dio respuesta a la demanda a través de escrito obrante a folios 235 a 242 del expediente. 

Nuevamente, por auto del 16 de mayo de 2014, se decretaron las pruebas solicitas por la entidad vinculada, confiriendo traslado para alegar de conclusión el 06 de octubre de 2014
. 
POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA
I.
El MUNICIPIO DE YARUMAL – ANTIOQUIA - , dentro del término oportuno, y a través de apoderada judicial, dio respuesta a la demanda incoada, oponiéndose a las pretensiones de la misma.  
Inicia su exposición con un pronunciamiento expreso frente a cada uno de los hechos, los cuales en su mayoría afirma que son ciertos, haciendo la salvedad en cuanto a que el Municipio actúo de manera oportuna ante la situación presentada y guardó en una bodega todos los implementos y utensilios que hacían parte del parque para su posterior adecuación en la remodelación que se tiene propuesta dentro del Plan de Desarrollo. Sólo infirma el hecho décimo de la demanda indicando que el parque no se encuentra funcionando sólo se encuentra una entrada permitida a la cancha de fútbol. 

Enseguida propone las excepciones que denomina: 

“INEXISTENCIA DE AMENAZA O VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS INVOCADOS:” Al respecto indica que no se encuentran presenten los elementos descritos por el Consejo de Estado, para la procedencia de la acción popular, aduciendo que no existe acción u omisión por parte del Municipio de Yarumal dado que el ente ha realizado acciones tendientes a la recuperación del espacio público; así, se afirma que radicó un Plan de Desarrollo ante el Concejo Municipal en el cual se incluye la adecuación y puesta en funcionamiento del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, dentro del componente infraestructura de línea estratégica “Infraestructura y Desarrollo Sostenible”  con una partida de $700.000.000,oo, lo que en su sentir demuestra el interés de la administración municipal de Yarumal en lograr un espacio público confortable. 
Enseguida cita una posición del órgano de cierre de esta jurisdicción en torno al tema del presupuesto y planificación de las  obras públicas, para concluir que es una competencia municipal que  no requiere la intervención judicial.  
Finalmente, se opone al incentivo económico, aduciendo que el mismo fue eliminado en esta clase de acciones.  

POSICIÓN DE LA PARTE VINCULADA 
I. La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a través de apoderada judicial dio respuesta a la demanda incoada, solicitando sean probados los fundamentos fácticos de la misma. Afirma que fue, precisamente, por el estado de inseguridad y abandono en que se encontraba el parque, que surgió la necesidad de que tropas del Ejército instalarán allí su puesto de mando, lo cual ha permitido que la comunidad pueda disfrutar del parque. 
Considera que no riñe con los derechos colectivos, que entre la comunidad civil y militares se compartan espacios destinados a la recreación. 

En seguida se opuso a la pretensión de que fuese retirado del parque el puesto de mando instalado por el Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”, bajo el entendido que contrario a lo señalado por el actor popular, la presencia del Ejército ha mejorado ostensiblemente la seguridad del sector, y es labor y objetivo de la entidad proveer de seguridad a la comunidad y cumplir con los cometidos constitucionales fijados.  
Igualmente, se opone a la pretensión de reconocimiento de incentivo económico a favor del actor popular, aduciendo que el mismo se encuentra derogado. 

Como argumentos de defensa insiste que la instalación del puesto de mando en esta zona ha mejorado la seguridad del Municipio y resulta estratégico para la seguridad del norte de Antioquia; de allí que considere que no son intereses opuestos el derecho al goce de un especio público y la seguridad de la población civil. 

Afirma que existen pronunciamientos del Concejo de Estado en los cuales se han ponderado intereses como la seguridad nacional y el derecho colectivo al espacio público, concluyendo que en ocasiones este último debe ceder al interés general a la seguridad nacional. 

En el caso concreto, aduce que no es “interés general” el que se retire el puesto de mando del Ejército, dado que no es toda la comunidad la que se siente afectada con la presencia de las tropas. . 

II.
El INSTITUTO DEL DEPORTE, LA RECREACIÓN Y APROVECHAMIENTO DEL TIEMPO LIBRE “INDERYAL”, a través de apoderada judicial, dio respuesta a la demanda, con un pronunciamiento expreso frente a los hechos, los cuales en su mayoría acepta como ciertos. 

Enseguida se opone a las pretensiones de la demanda, explicando en dos sentidos a saber: 

En principio afirma que el asentamiento del batallón militar en el parque, en nada impide el uso del mismo por parte de los habitantes del municipio. De otro lado, aseguran que si bien la infraestructura tiene deterioro menor en sus instalaciones ello no impide la utilización de los escenarios recreativos y existentes en el Parque Ambiental y Ecológico. 

Propone las excepciones de mérito de: “Inexistencia de la vulneración o amenaza de los derechos colectivos que proponen los actores.” Bajo el entendido que en el parque no existe limitación al especio público, porque pese a que está acantonado el Batallón de Infantería No. 10 del Ejército Nacional, la población, y en especial los deportistas pueden ingresar y disfrutar los espacios internos tanto deportivos como recreativos.  
Finalmente, se opone al incentivo económico, por cuanto éste carece de fundamento legal. 
ALEGACIONES DE LAS PARTES

Agotada la etapa probatoria, se otorgó a las partes la oportunidad para presentar sus alegaciones, mediante auto del 02 de agosto de 2013 a folios 187, procediendo de conformidad las partes trabadas en la litis.  
I.
la PARTE ACTORA, en escrito de alegatos, luego de retomar la prueba obrante en el proceso, concluyó de la misma que se encuentra demostrada la existencia del parque y el estado de deterioro del mismo; además, considera que se demostró la “posesión” total que tiene el Ejército sobre éste, y las restricciones para su ingreso.  

Insiste que en el Municipio de Yarumal, no existen instalaciones similares a las del parque recreativo para la diversión y esparcimiento de la comunidad, por lo que se requiere su adecuación y puesta en funcionamiento. 

Así mismo, señala que la restricción al acceso y libre circulación de la población civil en el parque vulneran los derechos colectivos, por lo que solicita el desalojo inmediato del puesto de mando. 
Finalmente, reclama el pago de una “recompensa” económica a su favor, basado en el artículo 1005 del Código Civil, en el evento en que se condene a la accionada a enmendar el daño. 

II.
La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, a través de apoderada judicial, presenta alegatos de conclusión, reiterando los argumentos defensivos expuestos en el escrito de réplica.

Bajo el entendido que se trata de dos derechos que se integran, la seguridad nacional y el espacio público, considera quien agencia los intereses de la entidad demandada que desde que se adelantó el puesto de mando en el parque recreativo, la situación de seguridad del sector y del Municipio de Yarumal mejoró, pues al tiempo que la población civil puede acceder al uso y goce de los bienes de uso público, el Ejército provee de seguridad a la población- 
Señala que en ningún momento los miembros de la institución están restringiendo el ingreso al parque, y  prueba de ello es la asistencia masiva de la población civil los fines de semana. 

Enfatiza en la primacía del derecho a la seguridad nacional sobre el uso y goce del espacio público, con apego en pronunciamientos del Consejo de Estado. 
Finalmente, recurre al análisis propio del acervo probatorio que milita en el expediente, insistiendo en la necesidad de la instalación de tropas de la institución demandada en el norte de Antioquia, especialmente en el Municipio de Yarumal, debido a la gran influencia guerrillera y de bandas criminales en el sector. Así mismo, afirma que se demostró que la fuerza pública pueden convivir de manera armónica con la comunidad y que el ingresó al parque no está restringido por personal del Ejército, el control es ejercido sobre las personas que se dirigen hacía las instalaciones militares, que se encuentran asentadas en la zona donde funcionaria la administración del parque.  

Frente a las fotografías y periódicos aportados por la parte actora, afirman que los mismos carecen de todo merito probatorio. 

En suma, aduce que remover el puesto de mando, generaría un impacto negativo y a gran escala en el Norte de Antioquia, por tanto, solicita se declara impróspera esa pretensión. 
De otro lado, la Nación -  Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, en la etapa de alegatos de conclusión ordenada por auto del 06 de octubre de 2014, presenta un escrito de contenido exacto al citado con anterioridad, por lo que se releva este despacho de emitir pronunciamiento.   

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Agente del Ministerio Público, en este caso representado por el doctor JHON JAIRO DE JESÚS GÓMEZ GIRALDO, Procurador 109 Judicial I Administrativo, emitió concepto desfavorable a las pretensiones de la demanda, bajo los siguientes argumentos: 

“
(…) 

En el caso particular y de conformidad con el escrito introductorio, la entidad territorial, Municipio de Yarumal, tiene como función la guarda, protección, administración y manejo de los bienes que le pertenecen a esa entidad estatal. En tal sentido se deberá adelantar la investigación tanto fiscal como disciplinaria a los funcionarios que en su momento no cumplieron con su función o dejaron de hacer lo que les correspondía. 

(…) 

En las pruebas que se aportaron, especialmente por los accionados se resalta la inspección judicial realizada el día 08 de febrero de 2013 al parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, en ella podemos observar que las administraciones anteriores no fueron eficientes en el manejo de ese bien público y prácticamente esta sumido en el abandono, con lo cual es entendible que un bien inmueble de esta magnitud sumido en el abandono sea utilizado por otra entidad estatal para prestarle seguridad a una zona que ha estado sumida en la violencia. Por tanto se está guardando el derecho colectivo a la seguridad, tan violentado en este país. 

Igualmente, es necesario tener en cuenta lo dicho por el Secretario de Planeación e Infraestructura, quien afirma: “la actual Administración municipal de Yarumal, por intermedio de la secretaría de planeación e infraestructura, se encuentra realizando los estudios técnicos, económicos y presupuestales, administrativos y financieros para ver la factibilidad real de poner en funcionamiento el PARQUE RECREATIVO Y AMBIENTAL RUBEN PIEDRAHITA ARANGO, el cual debe ser autosostenible en el tiempo y evitar que se convierta en una carga económica para el Municipio.”
(…) 

En orden a lo anterior se deben tener los estudios técnicos y a la debida disponibilidad presupuestal para que se adelanten obras de tal envergadura, de otro lado es necesario resaltar que si se adelantaron unos contratos para realizar el parque recreacional y ecológico, estos debieron revisarse por las entidades de control en su momento para verificar su legalidad y la ejecución adecuada de los mismos.
Si revisamos la vulneración que invoca el actor, sobre los derechos colectivos, podríamos concluir que existen serias dudas de vulneración de los mismos y por consiguiente al no existir certeza de la susodicha vulneración no se deben despachar favorablemente las pretensiones.

(…)

El Despacho quiere aclarar que no logra verificarse en manera alguna violación o amenaza a los derechos colectivos, por lo que lo propio sería manifestar que estamos frente a la excepción de inexistencia de vulneración o amenaza de derechos colectivos. Lo anterior cobra más peso, si se tiene en cuenta que el sólo incumplimiento normativo no implica per sé vulneración de derechos colectivos, y sobre este aspecto ha sido muy clara la jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado. 

Ahora, por un lado, se tiene que puede estarse en presencia de un retardo en el cumplimiento de la normatividad invocada, pero ello no necesariamente involucra transgresión de intereses colectivos, máxime si se tiene en cuenta que no obra dentro del plenario ningún elemento de juicio que permita predicar violación de los intereses consagrados en el artículo 4° de la Ley 472 de 1998, por lo que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda. 

Todo lo expuesto lleva a concluir que la labor del actor popular no fue suficiente para demostrar la vulneración alegada. 
(…) 

Finalmente, y para no ahondar más en la presente acción, no hay claridad de la violación a los derechos colectivos invocados por el actor e incluso encontramos contradicciones en el desarrollo de la misma acción, respecto de las pretensiones del accionante. No hay certeza de esa vulneración y en consecuencia, las pretensiones no están llamadas a prosperar.” 

Nuevamente, en el concepto emitido el 20 de octubre de 2014, indica lo siguiente: 

“Coincide esta agencia del Ministerio Público, con lo argumentado por dos de las demandadas y me refiero al ministerio de Defensa Nacional y al instituto del deporte, la recreación y aprovechamiento del tiempo libre “INDERYAL” del municipio de Yarumal, quienes afirman no solo que los servicios de Deporte y recreación se realizan sin ningún tipo de entorpecimiento o limitación sino respecto de la seguridad de todo el sector incluidos aquí varios Municipios (Briceño, Sata Rosa de osos y Yarumal)

Finalmente, y para no ahondar más en la presente acción, no hay claridad de la violación a los derechos colectivos invocados por el actor e incluso encontramos contradicciones en el desarrollo de la misma acción, respecto de las pretensiones del accionante. No hay certeza de esa vulneración y en consecuencia, las pretensiones no están llamadas a prosperar.” 
C O N S I D E R A C I O N E S:

1.
Competencia.

De acuerdo con lo establecido en los artículos 88 de la Carta Política, 15 y 16 de la Ley 472 de 1998, y 58 de la Ley 1395 del 12 de Julio de 2010, el Juez Administrativo del lugar de ocurrencia de los hechos o del domicilio del demandado, es competente para conocer en primera instancia de las acciones populares que se interpongan, originadas en actos, acciones u omisiones de las entidades públicas del orden departamental, distrital o municipal.
Como en el presente caso, se increpa la acción popular por la presunta vulneración de derechos o intereses colectivos por parte de una entidad territorial de orden municipal, este Despacho es competente para conocer del asunto. 

2.
De las acciones populares.

La acción popular, consagrada en el artículo 88 de la Constitución Nacional, desarrollada por la Ley 472 de 1998, tiene por objeto la protección y defensa de los derechos e intereses colectivos, cuando resulten amenazados, vulnerados o agraviados por la acción u omisión de una autoridad o de los particulares en determinados casos, y tiene una finalidad preventiva y remedial, pues permite hacer cesar el peligro o la amenaza del derecho o interés colectivo, o de restituir las cosas a su estado anterior, en caso de ser posible. 

Dispone el artículo 88 de la Constitución Nacional: 

“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.  

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.  

Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos”.

Disposición que se repite en el artículo 2º de la Ley 472 de 1998, que desarrolla el ejercicio de las acciones populares y de grupo, estableciendo que: “Son los medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos”.

El artículo12 de la Ley 472 de 1998, por su parte, al referirse a la legitimación por activa en las acciones populares, enumeró los sujetos sobre los cuales recae la titularidad de la acción; y en su numeral primero, consagró que puede ser ejercida por “cualquier persona natural o jurídica”; y el artículo 14 de la citada normativa señala que dicha acción se dirigirá “contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo. En caso de existir la vulneración o amenaza y se desconozcan los responsables, corresponderá al juez determinarlos”. 
De otro lado, son características de la acción popular, según lo normado en los artículos 1, 2, 4 y 9 de la Ley 472 de 1998, las siguientes:

a) Su finalidad es la protección de los derechos e intereses colectivos.

b) Se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración, o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.

c) Proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar ese tipo de derechos o intereses.

d) Los derechos e intereses colectivos susceptibles de estas acciones son todos aquellos definidos como tales en la Constitución Nacional, las leyes ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por Colombia, como por ejemplo los mencionados en el Artículo 4 de la Ley 472 de 1998.

e) Puede ser ejercida por cualquier persona, natural o jurídica, pública o privada, o también por las autoridades, organismos y entidades señalados en el Artículo 12 de la Ley 472 de 1998.   

Como se advierte, la finalidad de la acción popular supone la protección de los derechos colectivos que estén amenazados o vulnerados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares; de allí que su procedencia requiere que, de los hechos alegados en la demanda, pueda, al menos, deducirse una amenaza a los derechos colectivos, entendidos como intereses de representación difusa, en la medida en que su titular es un grupo indeterminado o indeterminable de personas que, en potencia, pueden ser, incluso, todos los que integran una comunidad
.
El juez de la acción popular tiene el deber de determinar si los hechos alegados en la demanda dan lugar a la amenaza o a la vulneración de los derechos e intereses colectivos, como objeto de protección de esta acción; de allí la exigencia de que la acción se dirija contra el particular, la persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considere que amenaza o viola el interés colectivo, en tanto que “este requisito supone que tal acción u omisión sea probada por el actor, o que del expediente el juez pueda deducir de qué acción u omisión se trata, pues, de lo contrario, el juez de la acción popular no podrá ordenar nada en su sentencia, pues no conocerá la conducta respeto de la cual debe dar orden en cuestión”. (Resaltos del Despacho).  

Siendo ello así, la finalidad de la acción popular impone, de una parte, la carga para el actor popular de precisar y probar los hechos de los cuales se deriva la amenaza o vulneración de los derechos colectivos alegada en la demanda y, de otra, la obligación para el juez de verificar que, de los hechos planteados en ella, sea posible deducir dicha amenaza o vulneración. 

3.
Lo pretendido por el actor popular.
El señor Diego Fernando Pérez González, en ejercicio de la acción popular, pretende la protección de los derechos e intereses colectivos: al goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la Ley y las disposiciones reglamentarias; y al goce del espacio público y utilización y defensa de los bienes de uso público, los cuales estima vulnerados por el Municipio de Yarumal – Antioquia - , como consecuencia del “abandono” del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, y la ocupación de éste por parte del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot” del Ejército Nacional, para lo cual solicita se ordene a la entidad demandada “enmendar la construcción” del citado parque y el desalojo del puesto de mando del Ejército. 

3.1. De las excepciones propuestas por la entidad demandada y la entidad vinculada. 

Con el escrito de contestación a la demanda, la apoderada judicial del Municipio de Yarumal – Antioquia -  y del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal “Inderyal”, proponen la excepción de “Inexistencia de amenaza o vulneración de los derechos colectivos invocados”; por su parte, la apoderada de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, propone las excepciones que denominó: “Inexistencia de la vulneración del derecho colectivo al uso y goce de los bienes de uso público” y la “genérica”., las cuales por versar sobre el fondo del asunto serán objeto de decisión en la sentencia. 
3.2.
Problema jurídico: 
El problema jurídico principal consiste en determinar si el Municipio de Yarumal – Antioquia, el Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal “Inderyal” y la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, incurrieron en la vulneración de los derechos e intereses colectivos invocados por la parte actora, que permitan al Despacho definir de manera precisa la conducta a cumplir, con el fin de lograr su protección y de prevenir que se vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que originaron la acción de la referencia. 

Para dar respuesta al problema jurídico propuesto, corresponde al Despacho desarrollar los siguientes temas: i) los derechos e intereses colectivos invocados como vulnerados por la parte actora; y ii) la carga probatoria en las acciones populares y prueba de los hechos.

3.3. Tesis del Despacho
Desde ya se anuncia que la hipótesis que se sostendrá argumentativamente por este Despacho se concreta en la protección a los derechos e intereses colectivos invocados por el actor popular, los cuales se advierte vulnerados por la omisión del Municipio de Yarumal – Antioquia , en la ejecución de acciones tendientes a recuperar el espacio público destinado por el ente territorial al Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, conllevando con ello a la pérdida y abandono de las obras realizadas, y la ocupación por parte de la fuerza pública de una zona destinada para el esparcimiento y recreación de la ciudadanía, lo que de contera presupone una amenaza a la seguridad de la población civil. 

De otro lado, se sustentará la vulneración al derecho a la seguridad pública y como la entidad vinculada no acreditó una circunstancia especial que justifique el asentamiento de tropas de esa institución en el lugar objeto de la acción popular; a contrario sensu la presencia permanente en una zona exclusiva para la población civil no sólo desnaturaliza la función institucional, sino además va en quebranto de las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario, que demandan la distinción de la población civil del conflicto armado. 
A continuación se desarrollará la tesis expuesta por el Despacho bajo la resolución de los siguientes temas: 
3.4.
Los derechos e intereses colectivos invocados. 

Según artículo 4° de la Ley 472 de 1998, son derechos e intereses colectivos, los enlistados enunciativamente en esa disposición; “igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de derecho internacional celebrados por Colombia”.

De acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, los derechos e intereses colectivos,
“…se relacionan con la defensa de intereses comunitarios y difusos que se oponen a las autoridades públicas y a los particulares, a través de la exigencia de deberes de dar, hacer o no hacer. 

“En efecto, esta Corporación ha definido el concepto de intereses colectivos como "intereses de representación difusa, en la medida en que suponen la reivindicación de derechos cuyo titular es un grupo de personas que, en principio, puede ser indeterminado o indeterminable". Por esta razón, el titular de la acción popular no requiere acreditar un interés concreto o subjetivo en la decisión, puesto que su actuación procesal está dirigida a defender intereses o derechos que exceden del ámbito individual…”
. 

Agrega la alta Corporación, que este tipo de derechos son “…los que proveen a la defensa de intereses inestimables de carácter supraindividual, reconocidos en provecho de la comunidad, para asegurar su estabilidad y prosperidad…”
.   

Se ha sostenido que esta categoría de derechos (los colectivos), recaen sobre una comunidad entera, de allí que no pueda deducirse su existencia por una sumatoria de derechos individuales.  Sobre este punto, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha explicado lo siguiente: 

“El derecho colectivo, ha dicho la Sala, no se deduce en su existencia porque varias personas estén en una misma situación ni porque se acumulen situaciones parecidas de varios sujetos, ni porque se sumen; el derecho colectivo es aquel que recae sobre una comunidad entera a diferencia del derecho individual que es el que recae sobre una persona determinada. Por lo tanto, la prosperidad de las pretensiones en la acción popular está ligada con la existencia real de los siguientes elementos, que para el momento de fallar deben estar establecidos: La acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares y la amenaza o la violación a derechos e intereses colectivos. 

“La Sala ha expresado que el derecho colectivo no se deduce en su existencia porque varias personas estén en una misma situación ni porque se acumulen situaciones parecidas de varios sujetos, ni porque se sumen…”
.

Pues bien, entre los derechos e intereses colectivos que se protegen mediante las acciones populares se encuentran los derechos al goce de un ambiente sano; y el goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; y la seguridad y salubridad públicas, consagrados de manera expresa en los literales a), d) y g) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998.

3.4.1. El goce de un ambiente sano. 
Este derecho o interés colectivo, detenta un origen constitucional, pues desde el artículo 79 de la Constitución, se garantiza el derecho que tienen todas las personas de gozar de un ambiente sano, y correlativamente impone al Estado el deber de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.  Así mismo, con el fin de lograr una adecuada materialización de estos propósitos establece que la Ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. 

A su vez, el artículo 80 ibidem, dispone: 

“El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución.
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados…”.

El derecho al medio ambiente sano, según definición de la Corte Constitucional, es un derecho colectivo que involucra aspectos directamente relacionados con el manejo, uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales, el equilibrio de los ecosistemas, la protección de la diversidad biológica y cultural, el desarrollo sostenible, la salubridad, y la calidad de vida del hombre
.   Al referirse al derecho al medio ambiente sano, la alta Corporación, señala que,

“…La protección del medio ambiente ha adquirido en nuestra Constitución un carácter de objetivo social, que al estar relacionado adicionalmente con la prestación eficiente de los servicios públicos, la salubridad y los recursos naturales como garantía de la supervivencia de las generaciones presentes y futuras, ha sido entendido como una prioridad dentro de los fines del Estado y como un reconocimiento al deber de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos (C.P., art. 366). Y en este sentido, el derecho de las personas a disfrutar de un ambiente sano está consagrado en el artículo 79 de la Carta, que hace parte del capítulo tercero de la Constitución, relativo a los “derechos colectivos y del ambiente…” Paralelamente, el Estado, de conformidad con el artículo 80 de la Carta, tiene el deber de realizar la planeación del manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar así su desarrollo sostenible, conservación y restauración, sin descuidar su deber de prevenir el deterioro ambiental que eventualmente se pueda generar”.

Así, es deber del Estado velar por la protección del medio ambiente, ya que su deterioro afecta las condiciones de la calidad de vida de la comunidad en general, y así mismo es deber de los ciudadanos colaborar, contribuir con el desarrollo del país y con la conservación y cuidado del medio ambiente
.

Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, corresponde a las autoridades ambientales y a los particulares, dar aplicación al “principio de precaución”, conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente; sanciones por violación de normas sobre protección ambiental o manejo y aprovechamiento de recursos naturales renovables; la suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana
.

3.4.2. El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público. 
De conformidad con el articulo 82 de la Constitución Política, “Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.  Las entidades públicas gozarán de la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común”
Por su parte, conforme al articulo 88, la ley regulará las acciones populares para la protección, entre otros, del derecho al espacio público. Y según el articulo 102 “El territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenecen a la Nación”.
La destinación al uso común propia del espacio público implica que éste se encuentre en adecuadas condiciones de utilización para las personas; además, que se respete el área requerida para la circulación tanto peatonal como vehicular.

La Ley 9ª de 1989
 en su artículo 5°, define el espacio público como:

"…el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de las necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes… Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación tanto peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública, activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la preservación de las obras de interés público y de los elementos históricos, culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los elementos naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y conservación de las playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como sus elementos vegetativos, arenas y corales y, en general, por todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyen por consiguiente zonas para el uso y el disfrute colectivo.". (se resalta)
Dispone la mencionada Ley que constituye el espacio público de la ciudad, entre otras, las áreas requeridas para la circulación peatonal y vehicular. Del mismo modo, son espacio público las áreas de la ciudad requeridas para la recreación pública, activa y pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones; y en general todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyen por consiguiente zonas para el uso y disfrute colectivo (artículo 5°, inciso 2°).
El Decreto 1504 de 1998, "Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial", retoma, en su artículo 2°, tal definición y en el artículo 3° precisa que comprende los siguientes aspectos: 
a) Los bienes de uso público, es decir aquellos inmuebles de dominio público cuyo uso pertenece a todos los habitantes del territorio nacional, destinados al uso o disfrute colectivo. 
b) Los elementos arquitectónicos, espaciales y naturales de los inmuebles de propiedad privada que por su naturaleza, uso o afectación satisfacen necesidades de uso público.

c) Las áreas requeridas para la conformación del sistema de espacio público en los términos establecidos en dicho decreto.

A propósito de la noción de espacio público regulada en las Leyes 9ª. de 1989, 388 de 1997 y en su Decreto Reglamentario 1504 de 1998, la Corte Constitucional  en Sentencia SU-360 de 1999 señaló que:

«[…] Esta definición amplía conceptualmente la idea de espacio público tradicionalmente entendida en la legislación civil
 (artículos 674 y 678 C.C.), teniendo en cuenta que no se limita a reducirla a los bienes de uso público (calles, plazas, puentes, caminos, ríos y lagos) señalados en la mencionada legislación, sino que extiende el alcance del concepto a todos aquellos bienes inmuebles públicos, que al ser afectados al interés general en virtud de la Constitución o la  ley, están destinados a la utilización colectiva.
 En otras palabras, lo que caracteriza a los bienes que integran el espacio público, es su afectación al interés general
 y su destinación al uso directo o indirecto en favor de  la colectividad, razón por la cual  no pueden formar parte de esta categoría, aquellos bienes que son objeto de dominio privado  de conformidad con lo  establecido por la ley,  ni aquellos que son del pleno dominio fiscal de los entes públicos, (bienes «privados» del Estado)

[…] 

Tomando en consideración las precisiones  anteriores, pueden reconocerse como elementos que integran el concepto de espacio público,  entre otros los siguientes:
 

a-  Las áreas requeridas para la circulación tanto peatonal como vehicular (vías públicas), - como por ejemplo las calles, plazas, puentes y caminos -

[…]
c-  Las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, - es decir andenes o demás espacios peatonales-.

[…] 3. el trastorno del espacio público ocasionado por un particular o por la actuación de autoridades no competentes, puede llegar a vulnerar no sólo derechos constitucionales individuales de los peatones y aspiraciones colectivas de uso y aprovechamiento general, sino también la percepción de la comunidad respecto de las áreas a las que tiene acceso libre y a las que no lo tiene. En efecto, algunos estudios y estadísticas  sugieren que los actos de perturbación que ocurren en un sitio público, posiblemente afectan a miles de personas.
[…] Adicionalmente, las  repercusiones pueden ser no  sólo colectivas, sino también privadas,  y acarrear la vulneración del derecho a la libertad de locomoción de los transeúntes al cual alude el artículo 24 de la Carta […]»
Y de conformidad con lo previsto en el artículo 315 de la Constitución Política, el Alcalde, en su calidad de primera autoridad de policía en el área de su competencia, es quien debe cumplir y hacer cumplir en su respectivo ámbito territorial, las normas constitucionales, legales y las que expida el Concejo Municipal correspondiente, entre las que se encuentran aquellas relacionadas con el concepto de espacio público.   

De acuerdo con la normativa que contempla la protección al espacio público, en términos del Consejo de Estado, se puede establecer lo siguiente: “(1) Es deber del Estado, y,  por ende, de sus autoridades, velar por la protección de la integridad del espacio público; (2) velar por su destinación al uso común; (3) asegurar la efectividad del carácter prevalente del uso común del espacio público sobre el interés particular; (4) ejercer la facultad reguladora en materia de ordenamiento territorial, en  relación con la utilización del suelo y del espacio público para la defensa del interés común, entre otros; (5)  Es un  derecho e interés colectivo; (6) Constituye el objeto material de las acciones populares y es uno de los bienes jurídicamente garantizables a través de ellas.”

En suma, es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular.  

3.4.3. El derecho a la seguridad y salubridad pública. 
El derecho a la seguridad pública, ha sido definido por el Consejo de Estado como “…uno de los elementos que tradicionalmente se identifican como constitutivo del orden público y, por tanto, como uno de los objetos a proteger por parte del poder de policía. En la doctrina se le delimita como ausencia de riesgos de accidentes, como la prevención de accidentes de diversos tipo y de flagelos humanos y naturales, v.g. incendios, inundaciones, accidentes de tránsito, etc., lo mismo que como la prevención de atentados contra la seguridad del Estado. Por lo anotado, y por su expresa inclusión en el artículo 4º de la ley 472 de 1998, es claro que la seguridad pública es un derecho colectivo, y como tal comporta el interés de todas las personas residentes en Colombia por que se remuevan todas las circunstancias que amenacen o vulneren este derecho...”
. (Resaltos del Despacho).
El derecho a la salubridad pública, por su parte, pese haber sido consagrado como un derecho social, económico y cultural (artículo 49, C.N), también fue concebido como derecho colectivo, que debe garantizarse a toda la comunidad, según se desprende del texto de los artículos 88 Superior, y 4º de la Ley 472 de 1998, y por tanto, susceptible de ser protegido por la vía de la acción popular. 
La salubridad pública ha sido definida como “…la parte del derecho de protección de la salud que se otorga a través de prestaciones realizadas por el Estado en beneficio del individuo y de la sociedad en general, tendientes a proteger y restaurar la salud de la persona y de la comunidad a fin de alcanzar un estado físicamente sano de la población del país, de manera individual o concurrente.”

Es claro que el derecho a la salubridad pública, se garantiza a la comunidad en general, sin que su titularidad radique en cabeza de un individuo en particular; pero no debe desconocerse que la afectación que se presente en materia de salubridad pública, afecta también la salud de cada una de las personas que hacen parte de la comunidad. 

Finalmente, frente al derecho colectivo analizado, el órgano de cierre de esta Jurisdicción, citando la Corte Constitucional, ha manifestado lo siguiente: 
“Derechos a la seguridad y a la salubridad públicas. 

En diferentes ocasiones la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre los conceptos de seguridad y salubridad públicas; los mismos han sido tratados como parte del concepto de orden público y se han concretado en las obligaciones que tiene el Estado de garantizar condiciones mínimas que permitan el desarrollo de la vida en comunidad. En efecto, la jurisprudencia constitucional ha afirmado:

“Las restricciones a las libertades ciudadanas encuentran fundamento en el concepto de orden público, entendiendo por tal, las condiciones mínimas de seguridad, tranquilidad, salubridad y moralidad que deben existir en el seno de la comunidad para garantizar el normal desarrollo de la vida en sociedad. 

“Para que estas condiciones mínimas se cumplan es necesario, por parte del Estado, a través de las respectivas autoridades, adelantar una labor preventiva que las haga efectivas: la seguridad, con la prevención permanente de los delitos, las contravenciones, los accidentes naturales y las calamidades humanas; la tranquilidad, con la prevención de los desórdenes en general ya se traté de lugares públicos o privados: la salubridad, con la prevención de factores patológicos que pongan en riesgo la vida, la salud o la integridad física de los ciudadanos; la moralidad, con la prevención de manifestaciones externas de conducta que no se ajusten a ciertos principios mínimos de respeto entre las personas y que, en algunos casos, se encuentran expresamente prohibidas por la ley”(6) Corte Constitucional, Sentencia T-066 de 1995. (Resalta la Sala).

“En relación con su protección la Corte Constitucional ha afirmado que, por tratarse de derechos colectivos, la misma corresponde a las acciones populares (7). De esta manera, se puede concluir que la salubridad y seguridad públicas son derechos colectivos y, por tanto, se deben proteger a través de las acciones populares. Su contenido general, implica, de acuerdo con la jurisprudencia citada, en el caso de la seguridad, la prevención de los delitos, las contravenciones, los accidentes naturales y las calamidades humanas y, en el caso de la salubridad, la garantía de la salud de los ciudadanos. (…)
.

3.5.
Marco normativo. 
Son fines esenciales del Estado, entre otros, “…asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares” articulo 2° de la Constitución Política.

El artículo 311 de la Carta, establece que son funciones del municipio como entidad fundamental de la división política administrativa, “prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes.”
Con anterioridad a la Constitución de 1991, la Ley 9ª de 1989
, definía el espacio público como “... el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes” (artículo 5°).  Disposición que además, contemplaba que constituía espacio público las áreas requeridas para la circulación peatonal y vehicular de todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyen por consiguiente zonas para el uso y disfrute colectivo. 

Ahora bien, la Ley 388 de 1997, por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991, consagra mecanismos que permiten al municipio como entidad territorial, y en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes, garantizando con ello, la defensa del espacio público, en tal sentido la norma prescribe artículo 3 de la citada normativa:

“ARTICULO 3o. FUNCION PUBLICA DEL URBANISMO. El ordenamiento del territorio constituye en su conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines:
1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios.

2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, procurando su utilización racional en armonía con la función social de la propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible.
3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural.

4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales.

Bajo esta disposición, son los municipios, como entes territoriales, en quienes se radica la función pública de urbanismo en su localidad, lo que conlleva a cumplir los fines que la norma demanda, entre los que se contempla adecuar el uso del suelo en aras del interés general. 
Dentro de este marco normativo que regula lo concerniente al espacio público colombiano, aparece el Decreto 1504 de 1998, que reglamenta el manejo de ese espacio público en los Planes de Ordenamiento Territorial, determinando en el artículo 1, que es deber del Estado “velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular”. 

En su artículo 5º, prescribe que el espacio público está integrado por elementos constitutivos a los cuales pertenecen los “naturales y los artificiales construidos”, y entre otros, a éstos corresponden las “i) Parques naturales del nivel nacional, regional, departamental y municipal.” 
De igual forma, la normativa en comento, en su artículo 18, al referirse al espacio público, contempla que se autoriza su aprovechamiento siempre que se garantice su “uso, goce, disfrute visual y libre tránsito”, lo que se considera inherente a ese espacio público. 

En suma, del recuento normativo que se ha dejado sentado afloran las siguientes conclusiones: (i) que corresponde al Municipio el manejo y administración del espacio público y de los elementos que lo componen e integran; (ii) que es éste, como autoridad administrativa a nivel local,  el competente para asegurar su protección.  

De suerte que, es una premisa incuestionable que, es deber de los municipios, propender por la protección del espacio público, del cual hacen parte el conjunto de inmuebles públicos, entre ellos los parques destinados al uso y disfrute de la colectividad. 

4.
De la carga probatoria.  
De acuerdo con el artículo 164 del Código General del Proceso, aplicable a las acciones populares en virtud de la remisión contenida en el artículo 44 de la Ley 472 de 1998, “toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso”. 
El artículo 167 del Código General del Proceso, en concordancia con el artículo 1757 del Código Civil, consagra el principio de la carga de la prueba, que se explica afirmando que al actor le corresponde demostrar los supuestos fácticos en los cuales funda su pretensión y al demandado los hechos en que finca la excepción.  

Y según lo señalado en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, “la carga de la prueba corresponderá al demandante…”. 

Ahora, al referirse al principio de la carga de la prueba en las acciones populares, la Sección Tercera del Consejo de Estado, ha sostenido lo siguiente:
“…la acción popular tiene un papel preventivo y/o remedial de protección de derechos e intereses colectivos, cuando quiera que éstos se ven amenazados o están siendo vulnerados, pero en todos los casos tanto la amenaza como la vulneración, deben ser reales y no hipotéticas, directas, inminentes, concretas y actuales, de manera tal que en realidad se perciba la potencialidad de violación del derecho colectivo o la verificación del mismo, aspectos todos que deben ser debidamente demostrados por el actor popular, quien conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, tiene la carga de la prueba.”
. (Negrillas propias).

También establece la jurisprudencia del Consejo de Estado
 que, cuando alguien afirma que otro no ha cumplido un deber o una obligación a su cargo, esta aseveración no reviste, “a juicio de la Sala, el carácter de negación indefinida que lo exonere de prueba (incumbit probatio eri qui dicit, non qui negat), pues comporta en realidad de verdad la aserción general y abstracta de que este ha incumplido. Se está delante de una negación que lo es apenas en apariencia o formal (negativa praegantem), en tanto es susceptible de ser establecida por medio de la justificación del hecho afirmativo contrario: el incumplimiento”.
Para decidir la controversia, el Despacho cuenta con las siguientes probanzas: 

· Fotografías aportadas por el actor popular (fl. 7 – 32). 
· Oficio No. 02009 del 14 de mayo de 2012, suscrito por el Comandante del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot” y dirigido a la abogada de asuntos legales del Ejército Nacional, mediante el cual se informa lo siguiente: 
“1. En ningún momento se restringe la entrada del personal civil que desea efectuar sus actividades recreativas en el parque. Prueba de ello es la asistencia masiva que se presenta en este, de manera especial los fines de semana. 

2. Nuestra presencia en cercanía del parque, solo ha contribuido hacer de este (sic) un lugar seguro y tranquilo para la comunidad. Inclusive es importante anotar que hasta el aseo y mantenimiento de las zonas verdes lo efectuamos con nuestros soldados. 

3. La Base Militar que funciona cerca del parque, cumple una labor estratégica para seguridad de Yarumal y el Norte de Antioquia; Por lo que es sumamente importante para la seguridad y tranquilidad de la comunidad en general, poder seguir contando con esta instalación.

Considero importante aclarar, que este parque no se ha puesto en funcionamiento o servicio de manera oficial por parte de la administración municipal, que no cuenta con ningún tipo de administración o ente que se haga cargo del mismo; al menos de manera visible. Inclusive se convierte en un riesgo para la seguridad de los menores que ingresan a las piscinas en tiempo de lluvias a recrearse, sin los controles y sin estar estas en el mínimo de condiciones para su uso.”
 

· Oficio que data del 22 de mayo de 2012 suscrito por Ejecutivo y Segundo Comandante del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”, en el cual se lee:

“1. La entrada al parque ecológico y ambiental “RUBEN PIEDRAHITA”, para el personal civil del municipio de Yarumal, no se ha restringido en ninguna (sic) momento por parte de las tropas del Batallón Girardot No. 10, el tránsito por el mismo es absolutamente libre y normal; el único control que se ejerce es el de las requisas y presencia en los alrededores del personal militar, ya que allí se encuentra ubicada una cancha de fútbol y unos juegos mecánicos que son utilizados habitualmente por la comunidad.

2. El municipio tiene en abandono total dicha área incluyendo sus atracciones mecánicas, que son utilizadas como recreación por la comunidad, convirtiéndose en peligro para integridad física de la misma. 

3. La seguridad se ha mejorado ostensiblemente con la presencia de las tropas del Batallón Girardot No. 10, las cuales sólo buscan evitar atentados contra la comunidad, debido a las amenazas frecuentes del frente 36 de las FARC de las Bacrin y de las bandas delincuenciales del municipio. 

Finalmente el comportamiento de las tropas del BATALLÓN GIRARDOT No. 10, siempre ha estado, bajo el marco de la Constitución Nacional, de la ley y el cumplimiento de las normas disciplinarias de la institución.”
 

· Inspección judicial practicada por el Despacho el día 08 de febrero de 2013, a folios 149 a 155. 

· Respuesta al exhorto No. 268 remitida por el Secretario de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, relativo al estado de las instalaciones y juegos mecánicos del “Parque Recreativo y Ecológico Rubén Piedrahita Arango” (fl. 156 - 157); y Anexos 1 y 2 correspondiente a toda la documentación de la ejecución del contrato de construcción del parque recreativo, obras realizadas y sus costos. 

· Respuesta al oficio No. 0267 dada por la Secretaría de Hacienda del Municipio de Yarumal mediante el cual se remite copias de las ordenes de pago correspondientes al valor de lo invertido en la construcción del parque recreativo (fl. 158 – 172). 

· Despacho Comisorio No. 03 auxiliado por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Yarumal, donde se recepcionaron los testimonios de los señores JAVIER DE JESÚS ORREGO ARANGO y SERGIO ALEJANDRO PELAEZ TAMAYO (fl. 183 – 184). 
· Respuesta del Secretario General y de Gobierno al oficio de fecha 07 de octubre de 2013, mediante el cual informa al despacho lo siguiente: “En atención al oficio de fecha 07 de octubre de 2013 y recibido el día 31 de octubre del presente año en esta dependencia, me permito informar que una vez revisados los archivos de la Administración Municipal, no se encontró documento alguno que soporte el asentamiento de las tropas en el Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”, en las instalaciones del parque ambiental y ecológico “Rubén Piedrahita”
. 
· Oficio No. 335 del 09 de noviembre de 2013, remitido por la Secretaría de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal – Antioquia, donde se transcriben ciertos artículos del Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio, y a continuación, se informa lo siguiente:

“Así mismo indagan en el segundo y tercer punto, las acciones y actividades efectuadas por el Municipio de Yarumal tendientes a la recuperación, adecuación y funcionamiento del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”. Como consecuencia de un hallazgo fiscal  por parte de la Contraloría General de Antioquia respecto al costo – beneficio de la obra y un posible detrimento patrimonial, la administración municipal decidió suspender cualquier tipo de acción hasta tanto no conocer del resultado final de la indagación fiscal. 

(…) a raíz de aquél hallazgo fiscal, se decidió suspender cualquier estudio al respecto, hasta no conocer el resultado final como se explicó anteriormente. 

(…) Al respecto informamos que el parque está sin ser utilizado y en él se encuentra una tropa del Ejercito (sic) Nacional de Colombia, quien está a su cargo la vigilancia como consecuencia de su asentamiento sobre el mismo. Con respecto al Estadio de Fútbol éste se encuentra a cargo del Instituto de Deporte Municipal INDERYAL, entidad encargada de la administración y uso de ella con la programación los fines de semana por parte de la población del Municipio de Yarumal.”

· Mediante escrito de data 08 de noviembre de 2013, se informa por parte del Secretario del Concejo Municipal que no se encontró ningún proyecto o programa de adecuación para el cuatrienio del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita” (fl. 221). 
4.1.
De la conducencia de algunos medios probatorios. De la fotografías

La parte actora allegó al plenario unas  fotografías que aparecen a folios 7 a 32, con las cuales pretende acreditar la pretensa vulneración de los derechos colectivos que invoca. 
Sobre el valor probatorio de las fotografías o registros fotográficos o videos, es preciso resaltar que entratándose de documentos privados representativos, los mismos deberán contener la fecha cierta en que se produjeron, o estar respaldos en su contenido, en otras piezas probatorias, para asentarles el valor probatorio que merezcan, tal como lo ha reiterado el órgano de cierre de esta jurisdicción, al decir:   
“Sobre las fotografías cabe decir, como lo ha explicado la Sala en otras oportunidades, que son en este caso documentos privados representativos, por no acreditarse que las tomó un funcionario público, en ejercicio de su cargo o con su intervención (art. 251 C. P. C.). La doctrina se ha pronunciado sobre el valor probatorio de este tipo de documento representativo; dice que las fotografías de personas, cosas, predios, etc., sirve para probar el estado de hecho que existía en el momento de ser tomadas, de acuerdo con la libre crítica que de ellas haga el juez; que son un valioso auxiliar de la prueba testimonial, cuando el testigo reconoce en la fotografía a la persona de la cual habla el lugar o la cosa que dice haber conocido.  Si bien para cuando se aportaron esas fotografías regía el artículo 25 del decreto ley 2.651 de 1991,  lo cierto es que por si sola la presunción de autenticidad de las fotografías no permite definir la situación temporal de ocurrencia del suceso, que representan, pues la ley procesal civil enseña, en el artículo 280, que la fecha cierta de los documentos privados sólo se deduce respecto de terceros "desde el fallecimiento de alguno de los que lo han firmado, o desde el día en que ha sido inscrito en un registro público o en conste haberse aportado en un proceso, o en que haya tomado razón de él un funcionario competente en su carácter de tal, o desde que haya ocurrido otro hecho que le permita al juez adquirir certeza de su existencia" (subrayado por fuera del texto original). 

En consecuencia las fotografías privadas, allegadas con la demanda, no se tendrán en cuenta, a pesar de que en la demanda se aduzca que corresponden al sitio en el que pereció ahogado el menor, debido a que la fecha cierta, por ser documento privado, se entiende sólo a partir de una de las situaciones que fija la ley, ya trascritas, y, además, porque ninguna de las personas que declararon en el proceso contencioso administrativo las reconoció, por no habérseles puesto de presentes al momento de rendir su testimonio, y tampoco a través de inspección judicial se estableció que ellas sí de otra parte corresponden al río Pepé.”
  

Resulta incuestionable entonces, según la posición del máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que el elemento –fotografía-, deberá contener en su imagen un referente de la época de su toma y de la ubicación del objeto fijado, o en su defecto estar respaldada esa información, en ese exclusivo tópico, en una prueba diferente en el expediente para cobrar valor probatorio, de lo contrario, no podrá asignársele ningún contenido suasorio.

Desde esta orientación habrá de definirse, desde ya, que el Despacho no le dará valor probatorio a las fotografías que fueron allegadas por la parte actora a folios 7 a 32, pues dentro del expediente no existe refrendación en cuanto a la fecha de su toma o la determinación estricta del objeto que contienen. 
5.
El caso concreto. 

Bajo esta línea argumentativa, es imperativo para esta Agencia judicial, advertir, desde ya, que en efecto, se encuentra colmados todos los presupuestos procesales para la procedencia de esta acción popular, en la medida en que se logró demostrar en el proceso que la Administración Municipal de Yarumal – Antioquia, sumió en el absoluto abandono el espacio público, que en administraciones pasadas, había sido destinado para el esparcimiento y recreación de sus habitantes; situación que desde hace varios años viene ocasionado, molestias ambientales y de salubridad pública para la comunidad y usuarios del parque, dado el deterioro evidente de la infraestructura y elementos que lo componen. 
Como si lo anterior fuera poco, fue con ocasión de ese abandono y esa falta de administración y gestión de los bienes de uso público, que se permitió el asentamiento permanente de bases militares en una zona destinada para uso de la comunidad, exponiendo a ésta al riesgo inminente, ante la presencia de un cuerpo armado del estado participe del conflicto interno que vive el país, lo que denota prima face un desconocimiento de normas de Derecho Internacional Humanitario principalmente una vulneración al principio de distinción. 
En efecto, se solventará, de las pruebas allegadas al plenario, que los hechos que dieron lugar a la acción popular de la referencia reflejan dos problemáticas que no pueden ser desatendida por esta Agencia Judicial, a saber: (i) deterioro del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita” y consecuente afectación a los derechos al goce de un ambiente sano, goce del espacio público, protección y defensa de los bienes de uso público, y a la salubridad pública; (ii) inserción de bases militares en medio de la población civil en detrimento de la seguridad de los usuarios del parque y habitantes del municipio de Yarumal – Antioquia. 
(i) Del deterioro del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”
Con el acervo probatorio que reposa en el expediente, se acredita que la construcción del parque Ambiental, recreativo y Deportivo “Rubén Piedrahita Arango”, se inició en el año 2007, bajo el contrato de obra No. LP 009 suscrito el 05 de septiembre de 2007 entre el Municipio de Yarumal – Antioquia y como contratista la Unión Temporal AGIL – GEM, con un plazo de ejecución de cinco meses
.  

De acuerdo con lo certificado por la Secretaría de Hacienda Municipio de Yarumal – Antioquia, el valor invertido en la construcción del parque, ascendió a la suma de $2.210.212.514, más el valor cancelado por concepto de interventoría del proyecto de $249.979.120
. No obstante, es de destacar que en la ejecución del contrato obras como: el cerramiento de las Placas Polideportivas, Pavimentación de Vías, Redes Hidrosanitarias, Sistema de tratamiento de aguas residuales, estructura por taquillas, unidades sanitarias y locales comerciales, red eléctrica, faro, readecuación de zona administrativa y hospedaje, urbanismo general y otras actividades no iniciadas sin presupuesto y/o diseño, no fueron autorizadas “por cuanto no se cuenta con los recursos económicos necesarios para la terminación del proyecto”
. Quiere decir, que se dejaron de ejecutar obras indispensables para el funcionamiento de cualquier lugar abierto al público, lo que inexorablemente, marcaba el fracaso de un proyecto como éste. 
En efecto, pese al gran costo que para el Municipio generó la obra en cuestión, desde sus inicios, se evidenció las deficiencias del proyecto, entre las cuales, se destacan: (i) no contaba con los diseños para realizar el normal inicio de las obras; (ii) no existía autorización de Corantioquia para la intervención de un cauce; (iii) no contaba con diseños o proyección de obras de apantallamiento para descargas eléctricas; (iv) inexistencia de diseños hidrosanitarios para piscinas y juegos acuáticos. 
Precisamente, esta situación fue puesta en conocimiento de la Contraloría General de Antioquia, por el Alcalde Municipal Carlos Guillermo Atehortua, en comunicación remitida el mes de septiembre de 2008, en la cual expuso: 
“Una vez revisados los documentos del proceso contractual y luego de revisar exhaustivamente los documentos soporte de este proceso se pudo verificar que no existen diseños, de gran parte de las obras que se requieren para construir este parque hecho que se puede verificar en el comité técnico que se realizó una vez se iniciaron las obras (Folio 145), en comité técnico realizo el 5 de Septiembre de 2007, hecho que violenta el artículo 209 de la Carta superior y el artículo 25 numeral 12 de la ley 80 de 1993 (principio de economía)
En reunión sostenida con la empresa PyC (Corporación Planeacion y Comunicación para el desarrollo), con NIT Nro. 900043171-0 que fue la encargada de realizar" los diseños preliminares del proyecto el día 1 de Septiembre de 2007, en la cual realizada entre la empresa contratista Unión temporal AGIL-GEM, el Ingeniero Iván Uribe Fernández interventor del proyecto y los representantes de la empresa PyC y cuyo objetivo era el de alinear información relativa al parque temático Ambiental, -recreativo y Deportivo Rubén Piedrahita Arango, en el municipio de Yarumal, se clarificó por parte de la Empresa consultora que definitivamente no existen diseños lo que se realizó fue dotar al municipio de Yarumal de un instrumento de gestión ante las entidades gubernamentales del orden subregional, Departamental y Nacional, para la cofinanciación de los diseños específicos y la construcción definitiva del parque (Folio 149).
En reunión sostenida en el mes de febrero de 2008 con el Contratista y el Interventor, con el fin de revisar el proyecto por parte de la actual administración, se encontró que faltan por ejecutar aun, recursos equivalentes al 30% aproximadamente del valor del contrato, por lo tanto se solicitó al contratista se terminaran todas las obras que se encontraran iniciadas y que se encontraban en el presupuesto inicial del contrato, ya que las que -quedaban faltando, no cuentan con diseño ni un presupuesto claro, ítem por ítem, siendo una situación preocupante, ya que se trataba de obras tan importantes como las redes hidrosanitarias, el sistema de acueducto, el sistema de aguas residuales, la red eléctrica, y el apantallamiento que debe existir en el parque por posibles descargas eléctricas, hecho que muy posiblemente generara costos adicionales y extras que el municipio no esta en capacidad de asumir.
Dentro de los comités técnicos sucesivos realizados entre el 5 de Septiembre de 2007 y el día 26 de Septiembre de 2007 (Folios 145 al 161) se pueden verificar hechos como:
1. Inexistencia de diseños para realizar el normal inicio de las obras. (Folio 145)
2. Inexistencia de la autorización por parte de la entidad autónoma competente en este caso CORANTIOQUIA, para realizar la intervención de un cauce que pasa por el parque, lugar en el cual se ejecuto(sic) el lago y a la fecha todavía no existe el permiso de intervención. (Folio 146).
3. Desde el día 5 de Septiembre el contratista advertía la necesidad de realizar un apantallamiento para descargas eléctricas, hecho que es fundamental en un parque de estas características y dentro del proyecto no existía ni diseños, ni proyección de estas obras. (Folio 146).
4. Inexistencia de diseños hidrosanitarios en un parque en el cual parte de las actividades recreativas son piscinas y juegos acuáticos. (Folio 146).
5. Como puede observarse en los continuos comités de obra, el contratista se convirtió en el diseñador de las obras que fueron contratadas sin estos diseños en particular (Folio 145). 
6. Desde el momento de la proceso contractual no se conocían los diseños ni las especificaciones técnicas de los juegos que iban a colocarse en el parque recreativo y solo hasta el comité técnico del 12 de Septiembre se inicio (sic) la revisión de esto con el contratista por medio de la empresa DIVERTRONICA e INVERSIONES J.L., hecho que refleja que los precios presentados en la propuesta no son acordes con los precios del mercado para este tipo de elementos, ya que mediante cotización solicitada en el mes de Febrero del 2008 a la misma empresa que suministro estos elementos refleja que el precio de estos (sic) respecto a la propuesta presentada por la unión temporal AGIL – GEM tiene un sobrecosto aproximado del 35% (Folios 36 al 38), violando así los artículos 6 y s.s. del Decreto 2170 y las demás normas que obligan a la consulta de precios del mercado.”

Lo anterior evidencia, que aunque se proyecto una obra con expectativas para que fuera un sitio de esparcimiento, recreación, deporte y aprovechamiento de tiempo libre para la comunidad de Yarumal, fueron sendos los errores cometidos  por la Administración Municipal en el manejo del recurso público y del bien de uso público que culminaron con lo que es hoy el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, un lugar que no cumple con las garantías mínimas de administración, seguridad, y salubridad para su funcionamiento. 
Y es que resulta incuestionable la deficiente gestión pública en el manejo de los recursos públicos, lo que se evidenció desde el inicio del contrato al pretenderse ejecutar una obra sin diseños de viabilidad y técnicos requeridos y sin condiciones esenciales para su funcionamiento; situación que, en todo caso, en sentir de esta Agencia Judicial, no justifica la omisión continua del ente municipal en el cumplimiento de su deber de propender por una utilización y protección debida del espacio público, como el destinado para el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, lo que de contera ha recabo en el abandono absoluto del parque y la necesidad de una intervención judicial a efectos de garantizar la protección a este derecho y los demás que están siendo vulnerados con acciones y omisiones del ente municipal. 

Ciertamente, pese a las inconsistencias advertidas y a la falta de elementos básicos para su funcionamiento, se acreditó en el plenario que el parque “Rubén Piedrahita”, se abrió al público, sin que por parte de las administraciones municipales que sucedieron a la que dio inicio el proyecto, se ejecutará obra alguna para satisfacer dichas necesidades, poniendo en peligro la vida e integridad de los usuarios, aunando en el supino “abandono” ya destacado. 
Para ilustrar el estado actual del parque basta con revisar la prueba que obra en el plenario, para evidencia el “abandono” en el que se encuentra y el riesgo inminente que esas instalaciones están generando para la comunidad de Yarumal, véase: 

· Informe rendido por la Secretaría de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal (fl. 156 a 157) 

En respuesta al Oficio No. 0268, el Secretario de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, da cuenta del estado en que se encuentran las instalaciones del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, y juegos mecánicos del mencionado parque, describiendo lo observado en los siguientes términos: 
“(…) 
· MURO DE ESCALADA: Se encuentra en buen estado, existen los arneses y equipos para escalar el muro. Requiere de pintura.
· RUEDA DE CHICAGO: Se encuentra en buen estado. Para su funcionamiento hay que instalar nuevamente toda la acometida eléctrica. Los motores para su movimiento se encuentran en buen estado. Se debe acondicionar su cerramiento.
· TREN PARA NIÑOS: Se encuentra en buen estado. Falta instalar nuevamente la acometida eléctrica y colocar el cerramiento.    ^ *
· CARRUSEL DE CABALLITOS: Se encuentra en buen estado. Acondicionar acometida eléctrica, reparar techo y pisos.
· CANNOPY: Se encuentra en buen estado.
· LAGO ARTIFICIAL: Falta realizar el llenado y construcción de cerramiento. Se debe reparar el embarcadero.
· KIOSCOS: Tanto el principal como los pequeños se encuentran en buen estado.
· PISCINAS PARA NIÑOS Y ADULTOS: Debido a la falta de uso se encuentran en alto grado de desaseo. Se debe realizar lavado y desinfección. Hay que comprar e instalar los sistemas de filtración y desinfección, lo mismo que las bombas de agua caliente. La zonas verdes interiores se deben cercar y aislar. Todo el sistema eléctrico se debe colocar de nuevo.
· TOBOGÁN: Se encuentra en buen estado. Falta instalarse el agua. A la piscina de llegada se le debe realizar lavado y desinfección. Hay que comprar e instalar los sistemas de filtración y desinfección, lo mismo que las bombas de agua caliente.
· PLACAS POLIDEPORTIVAS: Se encuentran en buen estado. SE deben comprar los integrados de microfútbol y basquetbol.
· GRADERÍA SUR DEL ESTADIO MUNICIPAL: Se encuentra en regular estado. La Administración Municipal próximamente realizará una intervención general a esta tribuna.
· CERRAMIENTO CON MALLA ESLABONADA: Se encuentra en buen estado.
· INSTALACIONES ADMINISTRATIVAS, DE ALOJAMIENTO, JUEGOS MENORES, SALA DE TELEVISIÓN CON PANTALLA GIGANTE, CANCHA DE BOLEBOL: El sector del Parque recreativo destinado para la realización de estas actividades en el diseño inicial, se encuentra ocupada por el Ejército Nacional. Solo se realizaron algunas actividades antes de ser ocupado, com (sic) cambio de techos, y algunas adecuaciones menores. 
La actual Administración Municipal de Yarumal, por intermedio de la Secretaría de Planeación e Infraestructura, se encuentra realizando los estudios técnicos, económicos, presupuestales, administrativos y financieros para ver la factibilidad real de poner en funcionamiento el PARQUE RECREATIVO Y AMBIENTAL RUBÉN PIEDRAHITA ARANGO, el cual debe ser autosostenible en el tiempo y evitar que se convierta en una carga económica para el Municipio.”
Se evidencia de lo anterior, que aunque se afirma al describir las atracciones, que en su mayoría se encuentran en “buen estado”, lo cierto es que con la restante prueba arribada al plenario se demostró que muchos de estos juegos siguen siendo utilizados sin que por parte de la administración municipal se dieran las condiciones mínimas para su funcionamiento, pues todos éstos requieren ser acondicionados para su uso y pese a ello se permite su utilización. 

· Inspección judicial (fl. 150 a 155). 

En efecto, las condiciones de “abandono”, inseguridad e insalubridad, en las que se encuentra el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, fueron constatadas por el Despacho en la Inspección Judicial realizada al sitio de controversia el día 08 de febrero de 2013. 

Así, en el recorrido por el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, se observó lo siguiente: 

1. Se ingresa al parque ambiental y ecológico “Rubén Piedrahita” el cual se encuentra aproximadamente a cinco minutos de la cabecera municipal del municipio de Yarumal, al ingreso se encuentra ubicada una valla custodiada por personal del Ejército el cual se encuentra el puesto de mando adelantado del Batallón de Infantería N° 10, a quienes se les manifiesta el objeto de la presente visita y quienes permiten el ingreso de los funcionarios. 

(…)
Manifiesta el apoderado judicial del municipio de Yarumal que el parque ecológico se encuentra en terrenos del municipio de Yarumal, en principio solo se encontraba la cancha de fútbol, y a la cual se le anexaron las otras atracciones, es decir al estadio se le anexo el parque. 

(…)

2.
informa el señor Fernando Rodríguez, Secretario de Planeación, que la piscina y el kiosco fueron  construidos en el año 95 – 96; en el año 2007 se construyó un muro de escalada que se encuentra detrás de la rueda de Chicago, la rueda de Chicago, en el intermedio hay un trencito para niños, el carrusel, estos otros kioscos y un muro de contención para un lago artificial, se construyó una piscina adicional y el tobogán, y en la parte donde están las instalaciones del ejercito se hizo una placa polideportiva para voleibol, en algún momento el parque operó, entre los años 1995 al 2007 funcionaron parcialmente  las piscinas, es decir por algún tiempo,  tenia buenas las motobombas y todo el sistema de filtración, en otra administración las descuidaron y no volvió a funcionar, el ejercito se estableció en la administración del año 2008 al año 2011, ingresaron autorizados por el alcalde de la época, funcionan como una base de aproximadamente 200 a 300 soldados, la parte de arriba del proyecto del parque recreativo estaba diseñado para hacer una parte administrativa, una zona de juegos de ping pong, billar, cartas, juegos menores, un teatro, un pequeño teatro y al lado izquierdo se pensaba hacer una especie de apartamentos para recibir delegaciones deportivas y culturales que vinieran al municipio. 

(…)

Manifiesta igualmente el secretario de planeación que la administración municipal ordenó a la Secretaría de Planeación hacer unos estudios de sostenibilidad del parque con el fin de determinar cuanto vale y cuantas personas son necesarias para el funcionamiento del parque, si se ve la viabilidad del proyecto y que el mismo es autosostenible la idea es reabrir el parque. 

3.
Se observa que el ingreso a las piscinas no se encuentra restringido, si bien hay un candado en la entrada la misma no se encuentra asegurada, el ingreso al parque si bien es permitido para el publico en general, por estar custodiado por el Ejército se presentan algunas complicaciones para el ingreso de las personas.

(…)
Se constata que las piscinas se encuentran fuera de funcionamiento, con agua estancada y sin mantenimiento alguno. Manifiesta el secretario de planeación que de ponerse en funcionamiento las piscinas se debe de adecuar las mismas, tratarlas y evacuar el agua que se encuentra alojada en estas. 

(…)
4.
El acceso al estadio municipal es igualmente por el acceso principal que se encuentra custodiado por personal del ejército.

(…)

5.
Las atracciones que se encuentran en el parque tenían todo su cableado eléctrico, pero a la fecha no cuentan con cableado eléctrico.

(…)
6.
Las instalaciones del ejercito se encuentran en donde se tenia presupuestado funcionaría las parte administrativa y la unidad para juegos menores, la misma se encuentra cercada y a partir de la cerca hacia adentro se encuentra restringido el paso a los civiles. Al parque si hay ingreso de público, en la entrada como tal no se ejerce ningún tipo de control sobre las personas que ingresan al parque, el control se ejerce sobre las personas que se dirigen a la instalación militar, la base como tal lleva más de dos años, de acuerdo con la información suministrada por el Cabo Camilo Andrés Dimas quien se encontraba en la instalación militar. 

(…)

7.
Informa el capitán serrano que el batallón funcionaba en el parque municipal de Yarumal, luego el mismo  funcionaba a un extremo del municipio, la misma comunidad solicitó al alcalde de esa época hace aproximadamente dos años, y el alcalde ofreció dos lugares uno por el sector de la Huesera, pero por condiciones de seguridad ese lugar no funcionaba para la instalación de la base, y el otro lugar es en donde nos encontramos, pero siempre hemos tenido claro que la base es de aquí hacia adentro, en algunas ocasiones se restringe el ingreso de vehículos pero es porque ingresan a hacer piques al parque.

(…)
8.
Si bien el Capitán serrano manifestó que las instalaciones de la unidad militar eran de “acá hacia adentro” se observa que en uno de los kioscos que se encuentran en las afueras de las instalaciones y dentro del parque hay un “campamento provisional” y al preguntarle acerca del mismo manifestó que provisionalmente se encontraba allí alojada personal del GAULA solicitado por el municipio, toda vez que se encuentran haciendo unas investigaciones obre unas extorsiones.

(…)
9.
 Manifiesta el Secretario de Planeación que la parte nueva del parque nunca se utilizó.  El actor popular por su parte informa que si bien las atracciones mecánicas no se encuentran en funcionamiento, los niños ingresan a la rueda Chicago y la manipulan ellos mismos tal y como lo informó en el escrito de la acción popular.
(…)

11.
Se observa que todo el parque se encuentra cercado con malla, hay un muro verde que es una pieza de contención para la construcción del lago. Así mismo se observa un cableado en el cual podría funcionar un canopy.

(…)
12.
Se observan las unidades sanitarias de la cancha de fútbol en mal estado, sucias y sin puertas, manifiesta el secretario de planeación que para los juegos deportivos departamentales fue arreglado un vestier y una unidad sanitarias las cuales se encuentran selladas y solo funcionan los fines de semana cuando hay personal de la administración que ejerza control sobre los mismos. 

(…)”

Inexorablemente, la prueba ex ante relacionada constituye el elemento suasorio basilar que finca la tesis de responsabilidad por la vulneración a los derechos colectivos, sostenida por el Despacho en sus dos vertientes: el deterioro del parque y el asentamiento del Ejército Nacional en el mismo. 
Sobre el primer aspecto, se constató con la prueba directa que el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, esta desprovisto de manera total de administración, sometiéndose incluso su ingreso a la autorización o no de los miembros del Ejército Nacional asentados en el lugar; la zona húmeda se encuentra en condiciones de salubridad y seguridad deplorables, se permite el ingreso sin restricciones a las piscinas, siendo éstas tan sólo un tanque de agua estancada y sin mantenimiento; juegos mecánicos sin ningún funcionamiento, generando un peligro para menores que pretendan hacer uso de ellos sin vigilancia alguna; finalmente, la placa polideportiva, si bien se hace uso constante de ella, no se encuentra en condiciones sanitarias y de mantenimiento adecuada para su funcionamiento, convirtiéndose en un foco de infección. 

De otro lado, el asentamiento de tropas del Ejército en el parque ecológico, es un hecho que no se encuentra en discusión, pues como se relata en la prueba analizada esta institución se encuentra ocupando un espacio amplio del terreno el cual inicialmente se tenía proyectado para que funcionará la parte administrativa y unidad de juegos menores, espacio absolutamente restringido para el paso de civiles. De hecho, con lo verificado por el despacho,  se puede decir que ésta no es la única zona restringida, si se tiene en cuenta que para la fecha de la inspección había también asentamiento de miembros del Gaula, y que para el ingreso al parque en general se debe superar un anillo de seguridad del Ejército. 

· Informes del Comandante del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot” 

Se demostró en el plenario la presencia del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”, en el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, por lo que resulta de gran importancia lo descrito por el Comandante de dicha institución sobre el estado actual del parque: 
“Considero importante aclarar, que este parque no se ha puesto en funcionamiento o servicio de manera oficial por parte de la administración municipal, que no cuenta con ningún tipo de administración  o ente que se haga cargo del mismo; al menos de manera visible. Inclusive se convierte en un riesgo para la seguridad de los menores que ingresan a las piscinas en tiempo de lluvia a recrearse, sin los controles y sin estar estas (sic) en el mínimo de condiciones para su uso”. 
Y en Oficio que data del 22 de mayo de 2012 suscrito por Ejecutivo y Segundo Comandante del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”, se lee:

“1. La entrada al parque ecológico y ambiental “RUBEN PIEDRAHITA”, para el personal civil del municipio de Yarumal, no se ha restringido en ninguna (sic) momento por parte de las tropas del Batallón Girardot No. 10, el tránsito por el mismo es absolutamente libre y normal; el único control que se ejerce es el de las requisas y presencia en los alrededores del personal militar, ya que allí se encuentra ubicada una cancha de fútbol y unos juegos mecánicos que son utilizados habitualmente por la comunidad.

2. El municipio tiene en abandono total dicha área incluyendo sus atracciones mecánicas, que son utilizadas como recreación por la comunidad, convirtiéndose en peligro para integridad física de la misma. 

3. La seguridad se ha mejorado ostensiblemente con la presencia de las tropas del Batallón Girardot No. 10, las cuales sólo buscan evitar atentados contra la comunidad, debido a las amenazas frecuentes del frente 36 de las FARC de las Bacrin y de las bandas delincuenciales del municipio. 

Finalmente el comportamiento de las tropas del BATALLÓN GIRARDOT No. 10, siempre ha estado, bajo el marco de la Constitución Nacional, de la ley y el cumplimiento de las normas disciplinarias de la institución.”
 

· De la prueba testimonial (fl. 183 a 184 vto.) 

Refuerzan la tesis que se viene sosteniendo, las declaraciones rendidas por los señores Javier de Jesús Orrego Arango y Sergio Alejandro Peláez Tamayo, que al respecto, indicaron: 
El señor Javier de Jesús Orrego Arango, quien fuere Alcalde del Municipio de Yarumal para el período 1995 a 1997, sobre la construcción del parque y el estado de las obras, indicó: 

“(…) Sí tengo conocimiento, se trata del parque RUBÉN PIEDRAHITA ARANGO que yo como alcalde del Municipio de Yarumal en el año 1995-1997, proyecté de acuerdo a las necesidades de recreación que adolecía el municipio, construí un parque recreativo ambiental, en ese entonces se construyeron las dos piscinas de mayores y de niños, el Kiosco central y otros Kioscos más pequeños para la familia, dejé en caja al terminar mi período en 1997, una suma de dinero" determinada con destinación específica para la construcción del tobogán, el alcalde que llegó en 1998, no sé qué hizo con ese dinero y ese señor fue GUSTAVO GIRALDO GIRALDO, en el período 1998-2000, antes de aportarle al parque recreativo, le quitaron los recursos que tenía para el mismo. El alcalde del período 2001-2003, señor CECILIO HERNÁN ÁLZATE CASAS no le invirtió ni un solo peso al parque recreativo; descuidando lo que se había hecho, ya que lo dejó al intemperie. El alcalde 2004-2007, señor RODRIGO JARAMILLO VILLEGAS, le invirtió al parque, mandó construir juegos mecánicos, un lago, el tobogán, reparó las canchas de fútbol y baloncesto, pero según dicen, no me consta, que la inversión fue muy alta para lo que se hizo, pero tampoco pudo ponerlo a funcionar. Un error que acabó con la pista de motocross. El alcalde 2007-2010, señor CARLOS GUILLERMO ATEHORTÚA QUICENO, no le invirtió al parque descuidando todo lo que se había construido, y además entregó ese terreno al Ejército Nacional, donde los militares abusaban de los usuarios del parque, inclusive molestaban a las niñas que iban a practicar algún deporte o a pasear o descansar, yo en ese tiempo, fue concejal del Municipio de Yarumal, le insistimos mucho al alcalde de ese período que pusiera a funcionar el parque, la razón que nos daba era que un parque no se podía construir en un Municipio de clima frió, yo como concejal le decía que lo construyéramos en Puerto Valdivia, ya que es un clima caliente. También le ponía como ejemplo, por mi experiencia que he estado en el parque de COMFAMA en Rio-Negro que también es de clima frió, y el parque vive lleno de usuarios. También argumenté en ese momento que también estuve en un parque en Manizales que es clima frío y también estaba lleno de usuarios. (…)Actualmente no se puede entrar libremente a las instalaciones, aunque no hay nada en que divertirse, ya que el parque fue encerrado y hay una puerta donde los militares la controlan y le exigen documento de identidad a los visitantes, los requisan, molestan las niñas y/o jovencitas y a veces no permiten el ingreso al parque, disque por seguridad y lo que más molesta es que los yarumaleños no tenemos un lugar de recreación para la familia. La tribuna sur de una de las canchas de fútbol, es una guarida de maríguaneros y ladrones, no tiene unidad sanitaria y se está cayendo de a poco, llegando a ser un peligro para la misma comunidad  (…)“
Por su parte, el señor Sergio Alejandro Peláez Tamayo, en la declaración rendida ante el comisionado, aseveró: 

“(…)
 Se trata sobre un parque recreativo ubicado en la ciudad de Yarumal, ubicado en el Kilómetro 4 de la vía hacia la costa, se conoce con el nombre de Parque Recreativo Rubén Piedrahita Arango. Este parque fue construido hace muchos años, pero no sé exactamente cuánto y hace aproximadamente unos nueve años se implementaron allí unos juegos mecánicos o atracciones mecánicas y unas piscinas, los cuales están en total abandono en estos momentos. No se la causa específica de este abandono por parte del Municipio de Yarumal, pero actualmente este parque está siendo ocupado por el Ejército Nacional, el cual pone mucho problema para el ingreso de la comunidad para el uso y goce de los espacios que proporciona este parque. Además de contar con unos animales como vacas y caballos, los cuales dejan sus eses regados por todo el parque y además en la parte de la cancha por los lados del camerino se encuentra un problema de salubridad impresionante, porque existe mucha cantidad de eses (sic) de animales y humanos y además de elementos como condones, jeringas, tipo de elementos que pueden causar enfermedades a la comunidad. Es de aclarar un baño que pertenece a los camerinos fue intervenido por parte de la administración para los juegos Departamentales que se realizaron el diciembre del año inmediatamente anterior. La administración Municipal a través del alcalde de turno CARLOS GUILLERMO ATEHORTUA QUICENO fue quien entregó este lote de terreno o mejor este parque recreativo al Ejercito Nacional, para que pusiera allí su base militar, perjudicando con ello a la comunidad yarumaleña. Los juegos mecánicos en estos momentos muchos de ellos no se encuentran en su sitio por diferente motivos, robo, daños o los elementos de estos juegos no están en su sitio. Las piscinas están llenas de lama y agua verdosa y en total abandono. En el lugar donde quedaba la pista de bici-cross, en la mitad se construyó el lago, el cual también está en total abandono y en la otra mitad hay una manga vacía donde el Ejército pone sus animales como vacas, caballos, burros, entre otros. En la parte donde está la cancha de microfútbol, el Ejército tiene esta como parqueadero para sus vehículos y además en las partes donde se encuentran los Kioscos tienen campamentos o dormitorios de los soldados. De igual forma las graderías de las canchas se encuentran habitadas por los soldados para comer, dormir, entre otras actividades. (…)” 
En este punto es incuestionable para este Despacho, que en efecto, a la comunidad del municipio de Yarumal, la aqueja una problemática en relación con el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, pues en principio se trata de un espacio público pensado para la recreación y esparcimiento de la comunidad; sin embargo, debido a la falta absoluta de administración y gestión por parte de los burgomaestres municipales se convirtió en un sitio de asentamiento de tropas del Ejército Nacional desnaturalizándose por completo el servicio público para el cual había sido destinado y el uso del suelo a la luz del Plan de Ordenamiento Territorial del Municipio
; y es que no sólo se permitió la ocupación, de manera irregular, el abandono del lugar por parte de la administración municipal de Yarumal, conllevo al deterioro de las atracciones que habían sido instaladas, juegos mecánicos, piscinas, cancha de futbol, tribunas, camerinos, kioscos, canopy, entre otros. 

A una sola conclusión se puede arribar luego de verificados los supuestos fácticos que dieron origen a la acción popular que nos ocupa, y es sin lugar a dudas que el Municipio de Yarumal – Antioquia, fallo en su cometido institucional de protección del espacio público sometido a su jurisdicción, pues desatendió de manera flagrante la administración, conservación y  mantenimiento del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, conllevando la pérdida y deterioro de los elementos que lo componen; a lo que se suma igualmente, la vulneración a los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, a la seguridad y salubridad públicas, pues en este punto de la contienda es incuestionable que debido al abandono del parque, las piscinas, los camerinos de la placa polideportiva, unidades sanitarias y en general el espacio abierto se ha convertido en un foco de infección originado por el agua estancada, por las heces de animales y humanos y demás elementos vistos en la zona como condones y jeringas, tal como refiere uno de los testigos en su declaración. 
Ahora, en el sub lite la responsabilidad en cuanto a la vulneración a los derechos colectivos previamente advertida, es concurrente entre el Municipio de Yarumal y el Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal “INDERYAL”, por lo menos en lo que respecta a la placa polideportiva que hace parte integral del parque, habida cuenta que la Administración y uso de ella con la programación de actividades deportivas está a cargo de ese establecimiento público del orden municipal, tal como lo refiere el Secretario de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, al decir: “Con respecto al Estadio de Fútbol éste se encuentra a cargo del Instituto del Deporte Municipal INDERYAL, entidad encargada de la administración y uso de ella con la programación los fines de semana por parte de la población del Municipio de Yarumal.”
 
De suerte que, con el anterior acervo probatorio previamente analizado, se logró demostrar no sólo la condiciones precarias del parque, sino además, la conexión de este hecho con la vulneración de los derechos colectivos que se invocan como vulnerados, entre los que se destacan el derecho al goce del espacio público, la seguridad y salubridad público, y el goce de un ambiente sano. 

Por tanto, que no se diga como lo alegan las entidades demandada, que en todo momento se puede hacer uso de ese espacio público, cuando ni siquiera la entrada está coordinada por los propietarios del mismo o sus administradores – Municipio o Inderyal - , sino por terceros ajenos a cualquier responsabilidad frente a ese espacio público, hecho que reafirma el Secretario de Planeación e Infraestructura en la respuesta enviada al Despacho al indicar: “Al respecto le informamos que el parque está sin ser utilizado y en él se encuentra una tropa del Ejército Nacional de Colombia, quien está a su cargo la vigilancia como consecuencia de su asentamiento sobre el mismo”
. 

Ahora, lo que no ve claro este Despacho, es la afirmación que hace el Secretario de Planeación e Infraestructura, al indicar que el “parque está sin ser utilizado”, porque la demás prueba que obra en el plenario y que se analizó up supra da cuenta que al mismo sí se permite la entrega – previa autorización de personal del Ejército –; que se utiliza la placa polideportiva e incluso sin ningún control las piscinas y otros espacios. 
Partiendo de la premisa verificada, y que es ampliamente aceptada por las entidades accionadas, el ingreso al parque – claro está cuando es autorizado por el personal del Ejército – no encuentra el Despacho justificación alguna para que se alegue por parte de las demandas inexistencia de vulneración a los derechos colectivos invocados, conociendo las accionadas las condiciones de insalubridad e inseguridad en las que se encuentra el parque.

Se pregunta el despacho ¿el que se permita el ingreso exonera de responsabilidad al Municipio y a Inderyal?, indudablemente, no, cuando se comprobó que dadas las condiciones del parque, estar dentro de éste genera mayores riesgos que si fuese prohibido su ingreso. En otras palabras, hasta tanto no se den las condiciones de seguridad y salubridad requeridas permitir el ingreso al Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, conlleva un peligro para la vida e integridad de los usuarios del mismo, lo que conmina a una intervención inmediata por parte de la administración municipal, como se ordenará en este proveído. 

De suerte que son varias las premisas que dan cuenta de la vulneración de los derechos colectivos que se invocan, el espacio público, es uno de ellos; y es que la protección a este derecho no se limita a su acceso, va más allá y comporta para las entidades la obligación de garantizarlo de manera adecuada, segura, sin limitaciones o restricciones, salvo las que establezca la ley, y las que por motivos de seguridad se deban adoptar.

Bajo esta línea argumentativa, garantizar el espacio público a la comunidad del Municipio de Yarumal en el terreno donde se encuentra ubicado el llamado Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, implica para las autoridades locales la obligación de recuperar y acondicionar en condiciones seguras, el espacio público a las necesidades de sus habitantes, conservando la destinación específica para el cual fue creado. 
· De las presuntas acciones ejecutadas
De otro lado, en relación con las supuestas acciones ejecutadas por el Municipio de Yarumal para la adecuación y funcionamiento del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, en la respuesta a la demanda, dada por el Municipio se indicó: 
“No existe acción u omisión por parte del Municipio de Yarumal por cuanto no ha sido ajeno a la necesidad de adecuar el citado parque y por el contrario ha realizado actuaciones tendientes a la recuperación del espacio, es así como el Municipio de Yarumal radicó desde el mes de mayo, el plan de desarrollo municipal, ante el honorable concejo de la ciudad, en el cual se incluye la adecuación y puesta en funcionamiento del parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita, dicho proyecto se encuentra dentro del componente de infraestructura de la línea estratégica “Infraestructura y Desarrollo Sostenible” con una partida de SETECIENTOS MILLONES DE PESOS ($700.000.000,oo) (…)”
Y en respuesta dada al exhorto No. 268, el Secretario de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, indicó:  

“La actual Administración Municipal de Yarumal, por intermedio de la Secretaría de Planeación e Infraestructura, se encentra realizando los estudios técnicos, económicos, presupuestales, administrativos y financieros para ver la factibilidad real de poner en funcionamiento el PARQUE RECREATIVO Y AMBIENTAL RUBÉN PIEDRAHITA ARANGO, el cual debe ser autosostenible en el tiempo y evitar que se convierta en una carga económica para el Municipio.”
 
El Despacho con el fin de indagar sobre el avance de los estudios técnicos y presupuestales y sobre la inclusión en el Plan de Desarrollo vigente de la adecuación y funcionamiento del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, decretó de oficio la práctica de la prueba para que fuera remitida la respuesta por la Secretaría de Planeación e Infraestructura y el Concejo Municipal, a lo cual el 14 de diciembre de 2013, se informó lo siguiente: 

“…Como consecuencia de un hallazgo fiscal por parte de la Contraloría General de Antioquia respecto al costo – beneficio de la obra y un posible detrimento patrimonial, la administración municipal decidió suspender cualquier tipo de acción hasta tanto no conocer el resultado final de la averiguación fiscal.

…a raíz del hallazgo fiscal, se decidió suspender cualquier estudio al respecto, hasta no conocer el resultado final como se explicó anteriormente…”
 
Por su parte, el Secretario del Concejo Municipal, informó: “Luego de consultar el Acuerdo Municipal 0008 de 2012 no se encontró ningún proyecto o programa de adecuación para el cuatrienio del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”. 
Resulta clara entonces, que la Administración Municipal de Yarumal, no ha elaborado los estudios técnicos, económicos, presupuestales, administrativos y financieros para la adecuación y recuperación del parque en comento y estas acciones no están contempladas por la administración municipal para ejecutarse en el cuatrienio que se surte.

Como corolario puede sostenerse que la administración municipal de Yarumal y el Instituto del Deporte y Recreación de Yarumal “Inderyal”, vienen vulnerando los derechos colectivos al goce del espacio público con la falta de adecuación y recuperación del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, y la permisión del asentamiento de tropas del Ejército Nacional; y al goce de un ambiente sano, la seguridad y salubridad pública por el deterioro evidente de las instalaciones y elementos del parque; y de contera se demostró que no se han ejecutado acciones tendiente a resolver esta problemática, incluso éstas no se tienen presupuestas dentro del cuatrienio que corre, lo que agudiza cada día esta situación vulnerante y pone de presente la omisión de las entidades en el cumplimiento de su cometido institucional.  
· De las ordenes a imponer:
Considerando la finalidad preventiva que caracteriza la acción popular, y teniendo por acreditada la amenaza y vulneración a los derechos colectivos invocados, con el ánimo de brindar una protección eficaz a los mismos, se dispondrá que el MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA), en un término de VEINTE (20) MESES, contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, PROYECTE, ADELANTE y EJECUTE las gestiones que desde el punto de vista técnico, administrativo, presupuestal y de planeación considere necesarias, para adecuar y recuperar el espacio público destinado al Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, de acuerdo a las necesidades de los habitantes del Municipio de Yarumal, a fin de dotar a la comunidad de un lugar para la recreación, el deporte y el esparcimiento, según los fines para los cuales estaba destinado, que cumpla con las especificaciones técnicas para este tipo de obras.

En especial, para dar cumplimiento efectivo a la orden que se impondrá mediante esta providencia, el MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL - éste dentro de su competencia-, deberán ejecutar las siguientes actividades orientadas a limpieza, adecuación y recuperación del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”:

· La Administración municipal ordenará el cierre del parque prohibiendo el ingreso de usuarios mientras duren las obras de adecuación y recuperación del espacio público, salvo la zona destinada para la placa polideportiva (cancha de fútbol, gradería, camerinos), a la cual se le acondicionará una entrada provisional exclusiva para esa zona, con la instalación de avisos de prohibición de paso e información del riesgo en las demás zonas que lo conforman. 

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse por parte de la Secretaría de Gobierno y la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal en un plazo máximo de DOS (2) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

· Deberá realizarse lavado y desinfección de las piscinas, tobogán y demás zonas húmedas. 

· Deberá realizarse limpieza a kioscos y todas las zonas verdes del parque, retirando los elementos mecánicos que no se encuentren en funcionamiento. 

· El MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL, deberán adecuar, en condiciones de seguridad y salubridad, la placa polideportiva ubicada en el interior del parque, incluidos camerinos, gradería y unidades sanitarias ubicadas en esa zona. 

· Deberá adelantar estudios y diseños técnicos, presupuestales, administrativos y financieros para determinar la forma como se adecuará el parque y se recuperará el espacio público, de acuerdo a las necesidades de la comunidad de Yarumal y a la destinación previa que ya se le había dado a ese lugar. En todo caso, orientadas a precaver un detrimento al patrimonio público del ente territorial. 

El cumplimiento de estas órdenes deberá acreditarse mediante certificación de la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, el Alcalde Municipal y el representante del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal en un plazo máximo de SEIS (6) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

· Se ejecutaran las obras que se consideren necesarias para la adecuación y recuperación del espacio público del parque, siempre que cuenten con los diseños técnicos y financieros, y estudios previos de viabilidad y sostenibilidad.

Para la ejecución de las obras que se determinen NECESARIAS para la adecuación y recuperación del espacio público, la administración municipal contará con un plazo máximo de DOCE (12) MESES, contados a partir del vencimiento de los ocho meses dispuestos para las labores de cierre, limpieza y proyección.   

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse mediante Certificación del Municipio de Yarumal en los plazos señalados en acápites anteriores.
(ii) La instalación de bases militares en el espacio público destinado para el parque.
Ab initio se comprobó la ocupación de terrenos del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita” por parte de tropas del Ejército Nacional, resta por advertir que dicha ocupación se ejecutó sin autorización previa de las autoridades municipales, o por lo menos no existe soporte documental que de cuenta de dicha autorización
, lo que denota la existencia de una ocupación irregular a terrenos del Municipio, con la consecuente afectación al espacio público. 
Sin embargo, siendo el espacio público un derecho de la colectividad que debe ser protegido ante una vulneración cierta, en esta acción constitucional cobra mayor valía el Derecho a la seguridad de toda la comunidad del Municipio de Yarumal y en especial de los usuarios del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita” y por tanto será este Derecho colectivo el que se protegerá mediante la orden que se impartirá en esta providencia, de cara a la sustentación jurídica que se expone enseguida: 

En principio, resulta impostergable señalar que las Autoridades Públicas están instituidas para “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”
; preceptiva que tiene su génesis en el preámbulo de la Constitución, con fuerza vinculante, donde se resalta como uno de los postulados del Estado Colombiano, asegurar a sus integrantes la vida. 
En el artículo 11 Constitucional, está la consagración del derecho a la vida, como derecho inviolable; y de acuerdo con los postulados del artículo 12, nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Tal y como lo ha recalcado la Corte Constitucional
, el Estado incurre  en una desatención flagrante a este derecho de manera indirecta, como responsable de la efectiva realización de los derechos consagrados en la Carta.

Bajo esta previsión cabe recordar entonces que “la vida y la integridad personal” no son sólo unos derechos inalienable en el ordenamiento jurídico interno
, sino que se reconocen como inviolables en instrumentos internacionales como Vgr. la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual Colombia es Estado parte desde el 31 de julio de 1973
  y de muchos otros instrumentos que a través de la teoría del bloque de constitucionalidad (Art. 93  y 214-2 Superiores.) cobran vinculatoriedad, al haber sido  avalados por el Congreso de la República.

De suerte que, ante una eventual desatención o violación a los derechos humanos, el Estado colombiano incumple no sólo el mandato del constituyente primario, sino sus compromisos internacionales, de ahí que pueda ser objeto del reproche supranacional y de condenas emanadas por los tribunales constituidos por la comunidad internacional para el efecto, como es la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Y está responsabilidad estatal de protección a la vida e integridad personal de sus integrantes, está radicada, indudablemente, de manera especial en la Fuerza Pública
, para el caso concreto Ejército Nacional, cuya finalidad primordial es “la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional.”; y claro está, del derecho inviolable a la vida.  

Como se indicó, de la mano de las normas internas, existen herramientas jurídicas internacionales que el Estado Colombiano debe respetar y hacer respetar con la finalidad de proteger los derechos inherentes al ser humano de abusos y tratos arbitrarios, son principalmente las normas del Derecho Internacional Humanitario (DIH) y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH). 

El Derecho Internacional Humanitario es el derecho aplicable a los conflictos armados, cuyo objetivo fundamental es “restringir la contienda armada para disminuir los efectos de las hostilidades”
”. Éste se aplica a los conflictos armados internos o internacionales regulando tanto el desarrollo de las hostilidades –limitando la posibilidad de las partes de recurrir a los métodos y medios bélicos a su disposición- como la protección de las personas víctimas de los conflictos armados. 

Ahora bien, para efectos de la aplicación del Decreto Internacional Humanitario es necesario entender cuando se está en presencia de un conflicto armado, pues su aplicación depende de la existencia del mismo; así, la jurisprudencia internacional ha definido el conflicto armado como la violencia armada prolongada entre Estados y grupos armados organizados
. En el caso de los conflictos armados internos, el adjetivo “prolongada”
 busca excluir de esta definición los casos de meros disturbios civiles, revueltas esporádicas o actos terroristas aislados.

Los Estados, entre ellos el Estado colombiano, tienen la obligación primordial de respetar y hacer respetar el Derecho Internacional Humanitario. A nivel internacional, esta obligación se deriva de fuentes convencionales y consuetudinarias, y forma parte del deber general de los Estados de respetar el Derecho Internacional y honrar sus obligaciones internacionales, conforme al Convenio de Ginebra de 1949. A nivel constitucional, esta obligación encuentra su fuente en diversos artículos de la Carta Política. 

Sobre la obligación de respetar y hacer respetar el derecho internacional humanitario ha tenido la oportunidad de pronunciarse la Corte Constitucional que en sentencia C 291 de 2007 indica que la misma se manifiesta en varios deberes específicos, entre los que se cuentan: “(1) el deber de impartir las órdenes e instrucciones necesarias a los miembros de las fuerzas armadas para garantizar que éstos respeten y cumplan el Derecho Internacional Humanitario, así como de impartir los cursos de formación y asignar los asesores jurídicos que sean requeridos en cada caso (…)”
Indica adicionalmente el alto tribunal que la obligación de respetar y de hacer respetar el derecho internacional humanitario no es de carácter sinalagmático o recíproco, es decir, su satisfacción por los Estados no depende del cumplimiento que le otorguen, a su vez, las otras partes enfrentadas en el conflicto, ya que el carácter no recíproco de estas obligaciones se deriva directamente de la naturaleza fundamental de las normas y principios que mediante ellas se busca preservar, así como del hecho de que dichas obligaciones son erga omnes y por ende se adquieren frente a la comunidad internacional en su conjunto 

Así mismo, se indicó que la jurisprudencia internacional ha señalado que distintos principios de derecho internacional humanitario tienen la categoría de ius cogens, y ha incluido dentro de este grupo los principios de distinción, precaución y necesidad militar, principios que han sido considerados como intrasgredibles y respecto de los cuales se afirmó: “[Las] reglas fundamentales [del derecho humanitario] han de ser observadas por todos los Estados independientemente de que hayan ratificado o no las convenciones que las contienen, puesto que constituyen principios intransgredibles de derecho internacional consuetudinario”.
”

Respecto al principio de distinción, el cual es una de las piedras angulares del Derecho Internacional Humanitario, éste deriva directamente del postulado según el cual se debe proteger a la población civil de los efectos de la guerra, ya que en tiempos de conflicto armado sólo es aceptable el debilitamiento del potencial militar del enemigo
.
En efecto, en este caso, cobra especial relevancia, en lo que se refiere a la protección a la población civil, y a la tesis asesoría a esta providencia el principio de “Distinción”  previsto en el artículo 4 del Protocolo II adicional a los Convenidos de Ginebra, que es aquel que obliga a diferenciar entre los combatientes y quienes no participen directamente de las hostilidades con la finalidad de evitar ataques indiscriminados; principio que conmina a que dentro de la confrontación armada se deba  excluir por completo a cualquier civil, incluso bajo el entendido de que: “la presencia entre la población civil de personas cuya condición no responda a la definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil”.
  

Así, el artículo 4º del Protocolo II del Convenio de Ginebra, que recoge este principio, prescribe las garantías fundamentales de los no combatientes, bajo el siguiente tenor: 

“Artículo 4: Garantías fundamentales
1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas, estén o no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. Serán tratadas con humanidad en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes.

2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo 1:

a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal;

b) los castigos colectivos;

c) la toma de rehenes;

d) los actos de terrorismo;

e) los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor;

f) la esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas;

g) el pillaje;

h) las amenazas de realizar los actos mencionados.

3. Se proporcionarán a los niños los cuidados y la ayuda que necesiten y, en particular:

a) recibirán una educación, incluida la educación religiosa o moral, conforme a los deseos de los padres o, a falta de éstos, de las personas que tengan la guarda de ellos;

b) se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias temporalmente separadas;

c) los niños menores de quince años no serán reclutados en las fuerzas o grupos armados y no se permitirá que participen en las hostilidades;

d) la protección especial prevista en este artículo para los niños menores de quince años seguirá aplicándose a ellos si, no obstante las disposiciones del apartado c), han participado directamente en las hostilidades y han sido capturados;

e) se tomarán medidas, si procede, y siempre que sea posible con el consentimiento de los padres o de las personas que, en virtud de la ley o la costumbre, tengan en primer lugar la guarda de ellos, para trasladar temporalmente a los niños de la zona en que tengan lugar las hostilidades a una zona del país más segura y para que vayan acompañados de personas que velen por su seguridad y bienestar.
Este precepto debe ser armonizado con el artículo 13 del Título II, del Protocolo II Adicional, que contempla la protección a la población civil, baja las siguientes reglas: 

“POBLACION CIVIL

Artículo 13: Protección de la población civil
1. La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.

2. No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.

3. Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación.”
En los mismos términos el Protocolo I, regula la protección a la población civil, contemplando en el artículo 48, la regla fundamental de distinción entre la población civil y combatientes y entre bienes de carácter civil y objetivos militares: 
“Artículo 48 — Norma fundamental

A fin de garantizar el respeto y la protección de la población civil y de los bienes de carácter civil, las Partes en conflicto harán distinción en todo momento entre población civil y combatientes, y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares.”
Y según el artículo 51 de dicho protocolo: “La presencia de la población civil o de personas civiles o sus movimientos no podrán ser utilizados para poner ciertos puntos o zonas a cubierto de operaciones militares, en especial para tratar de poner a cubierto de ataques los objetivos militares, ni para cubrir, favorecer u obstaculizar operaciones militares. Las Partes en conflicto no podrán dirigir los movimientos de la población civil o de personas civiles para tratar de poner objetivos militares a cubierto de ataques, o para cubrir operaciones militares.”

De otro lado, la utilización de bienes civiles por parte de la fuerza pública está prohibido, de manera que no podrán ser utilizados éstos, como escuelas, parques, hospitales, para el resguardo de combatientes o instalación de bases militares, como en este caso. Así, según el artículo 48 del Protocolo I, las partes en conflicto deberán distinguir entre bienes civiles y objetivos militares, y dirigir sus operaciones únicamente contra objetivos militares; y de acuerdo con el artículo 52 ibídem: 

“1. Los bienes de carácter civil no serán objeto de ataques ni de represalias. Son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares en el sentido del párrafo 2.
2. Los ataques se limitarán estrictamente a los objetivos militares. En lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida.

3. En caso de duda acerca de si un bien que normalmente se dedica a fines civiles, tal como un lugar de culto, una casa u otra vivienda o una escuela, se utiliza para contribuir eficazmente a la acción militar, se presumirá que no se utiliza con tal fin.” 

El principio de distinción busca “la protección de la población civil y de objetos civiles, y establece la distinción entre combatientes y no combatientes; los Estados nunca pueden hacer a los civiles objeto de ataques, y en consecuencia nunca pueden utilizar armas que sean incapaces de diferenciar entre objetivos civiles y militares
”.

Adicionalmente, el principio de distinción tiene el rango de norma imperativa de derecho internacional, o norma de ius cogens, y al respecto la doctrina especializada en la materia, el Instituto de Derecho Internacional ha declarado que “la obligación de respetar la distinción entre objetivos militares y objetos no militares, así como entre personas que participan en las hostilidades y miembros de la población civil, sigue siendo un principio fundamental del derecho internacional en vigor
”
Ahora bien, una población se considera como “población civil” si su naturaleza es predominantemente civil. La noción de “población civil” comprende a todas las personas civiles individualmente consideradas. La presencia entre la población civil de miembros de las fuerzas armadas o de grupos armados irregulares, de personas puestas fuera de combate, de personas activamente involucradas en el conflicto o de cualquier otra persona que no quede amparada por la definición de “civil”, no altera el carácter civil de dicha población.
 
El principio de distinción es de naturaleza compleja, y se compone de varias sub-reglas las cuales son principalmente las siguientes: (1) la prohibición de dirigir ataques contra la población civil, (3) la prohibición de desarrollar acciones orientadas a aterrorizar a la población civil, (3) las reglas relativas a la distinción entre bienes civiles y objetivos militares, (4) la prohibición de ataques indiscriminados y de armas de efectos indiscriminados, (5) la prohibición de atacar las condiciones básicas de supervivencia de la población civil, y (6) la prohibición de atacar a las personas puestas fuera de combate.

Y sobre la tercera sub –regla especifica en la que se expresa el principio general de distinción, se hace necesario traer a colación lo que al respecto se dijo por la Corte Constitucional en la sentencia C -291 de 2007, cuando se indica: 

“es la obligación de las partes en un conflicto de esforzarse por distinguir entre objetivos militares y bienes civiles.
 Los bienes civiles son “aquellos bienes que no pueden ser considerados legítimamente como objetivos militares”
; los objetivos militares, por su parte, son “aquellos bienes que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a la acción militar y cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstancias del caso, una ventaja militar definida”
. 

En términos del Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, “de conformidad con los principios de distinción y protección de la población civil, solamente se puede atacar lícitamente los objetivos militares”
. El deber de distinguir entre objetivos militares y bienes civiles ha sido catalogado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como un principio de derecho internacional consuetudinario, que se aplica a todos los conflictos armados.
  La Asamblea General de las Naciones Unidas ha afirmado, como principios básicos para la protección de las poblaciones civiles en los conflictos armados, que “las viviendas y otras instalaciones usadas sólo por poblaciones civiles no deberán ser objeto de operaciones militares”  
.”  (Negrillas del Despacho)
Si bien en las normas del Derecho Internacional Humanitario (DIH), no hay una regulación en cuanto a la presencia de militares en cascos urbanos o rurales, y la distancia de éstos frente a las personas civiles y la población civil, lo cierto es que en el marco del conflicto armado interno que vive el país la presencia de combatientes en zonas pobladas o en lugares destinados para el uso y disfrute de la población civil, representa un peligro para ésta y puede convertirla en blanco de represalias, de allí que sea imperativo para los Agentes del Estado recordar en todo momento el principio de distinción que propende por la protección a quienes no ostentan la calidad de combatientes y están al margen del conflicto.
Refuerza entonces la tesis del despacho frente a la vulneración al derecho de seguridad, en el caso bajo examen, la claridad del mandato inserto en el instrumento internacional en comento, pues resulta incuestionable que la presencia militar en medio de la población civil acarrea para ésta los riesgos que el mismo conflicto demanda, de suerte que la distinción deba hacerse entre los combatientes y no combatientes y entre los bienes civiles y objetivos militares. .

Sobre el particular, en la sentencia C – 225 de 1995, que declaró la exequibilidad de la Ley 171 de 1994 que incorporó a nuestra normatividad interna el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)", la Corte Constitucional indicó: 
"28- Uno de las reglas esenciales del derecho internacional humanitario es el principio de distinción, según el cual las partes en conflicto deben diferenciar entre combatientes y no combatientes, puesto que estos últimos no pueden ser nunca un objetivo de la acción bélica. Y esto tiene una razón elemental de ser: si la guerra busca debilitar militarmente al enemigo, no tiene por qué afectar a quienes no combaten, ya sea porque nunca han empuñado las armas (población civil), ya sea porque han dejado de combatir (enemigos desarmados), puesto que ellos no constituyen potencial militar. Por ello, el derecho de los conflictos armados considera que los ataques militares contra esas poblaciones son ilegítimos, tal y como lo señala el artículo 48 del protocolo I, aplicable en este aspecto a los conflictos internos, cuando establece que las partes "en conflicto harán distinción en todo momento entre población civil y combatientes, y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones únicamente contra objetivos militares". 

"El artículo 4º del tratado bajo revisión recoge esa regla, esencial para la efectiva humanización de cualquier conflicto armado, puesto que establece que los no combatientes, estén o no privados de libertad, tienen derecho a ser tratados con humanidad y a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. 

"29- Este artículo 4º también adelanta criterios objetivos para la aplicación del principio de distinción, ya que las partes en conflicto no pueden definir a su arbitrio quien es o no es combatiente, y por ende quien puede ser o no objetivo militar legítimo. En efecto, conforme a este artículo 4º, el cual debe ser interpretado en armonía con los artículos 50 y 43 del protocolo I, los combatientes son quienes participan directamente en la hostilidades, por ser miembros operativos de las fuerzas armadas o de un organismo armado incorporado a estas fuerzas armadas. Por ello este artículo 4º protege, como no combatientes, a "todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas". Además, como lo señala el artículo 50 del Protocolo I, en caso de duda acerca de la condición de una persona, se la considerará como civil. Ella no podrá ser entonces objetivo militar. Es más, el propio artículo 50 agrega que "la presencia entre la población civil de personas cuya condición no responda a la definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil". En efecto, tal y como lo señala el numeral 3º del artículo 13 del tratado bajo revisión, las personas civiles sólo pierden esta calidad, y pueden ser entonces objetivo militar, únicamente "si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación."

"Las obligaciones derivadas del principio de distinción. 

"30- Esta distinción entre población combatiente y no combatiente tiene consecuencias fundamentales. Así, en primer término, tal y como lo señala la regla de inmunidad del artículo 13, las partes tienen la obligación general de proteger a la población civil contra los peligros procedentes de las operaciones militares. De ello se desprende, como señala el numeral 2º de este artículo, que esta población, como tal, no puede ser objeto de ataques militares, y quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla. Además, esta protección general de la población civil contra los peligros de la guerra implica también que no es conforme al derecho internacional humanitario que una de las partes involucre en el conflicto armado a esta población, puesto que de esa manera la convierte en actor del mismo, con lo cual la estaría exponiendo a los ataques militares por la otra parte... 

"34- En ese orden de ideas, la Corte no comparte el argumento, bastante confuso, de uno de los intervinientes, para quien la protección a la población civil es inconstitucional, por cuanto los combatientes podrían utilizar a esta población como escudo, con lo cual la expondrían "a sufrir las consecuencias del enfrentamiento". Por el contrario, la Corte considera que, como consecuencia obligada del principio de distinción, las partes en conflicto no pueden utilizar y poner en riesgo a la población civil para obtener ventajas militares, puesto que ello contradice su obligación de brindar una protección general a la población civil y dirigir sus operaciones de guerra exclusivamente contra objetivos militares". 

        El artículo 13[*"*"] del protocolo II establece:

"Protección de la población civil. 1º La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.

"2º No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.

"3º Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación" (subraya fuera de texto).
En igual sentido se debe tener especial consideración del principio de precaución el cual se deriva directamente del principio de distinción, y exige, en su formulación consuetudinaria que: “Las operaciones militares se realizarán con un cuidado constante de preservar a la población civil, a las personas civiles y los bienes de carácter civil. Se tomarán todas las precauciones factibles para evitar, o reducir en todo caso a un mínimo, el número de muertos y heridos entre la población civil, así como los daños a bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente.”
”

Al respecto la Corte Constitucional en la sentencia referenciada indicó: 

“El principio de precaución se manifiesta en distintas reglas específicas, que son igualmente consuetudinarias y se aplican a los conflictos armados internos; varias de estas reglas son directamente relevantes para la resolución de los cargos planteados en el presente proceso de constitucionalidad. Entre las principales expresiones del principio de precaución se cuentan (i) la obligación de las partes en conflicto de hacer todo lo posible para verificar que los objetivos que van a atacar son objetivos militares
, (ii) la obligación de las partes en conflicto de tomar todas la precauciones posibles al elegir los medios y métodos bélicos que van a usar, para así evitar o minimizar el número de muertos, heridos y daños materiales causados incidentalmente entre la población civil
 y proteger a los civiles de los efectos de los ataques
, (iii) la obligación de las partes en conflicto de dar aviso en la medida en que las circunstancias lo permitan, con la debida anticipación y por medios efectivos, de cualquier ataque que pudiera afectar a la población civil
, (iv) el deber de optar, cuando se pueda elegir entre varios objetivos militares que representen una ventaja similar, por aquél cuyo ataque represente menos peligro para las personas y bienes civiles
, (v) la obligación de las partes en un conflicto de retirar a la población civil, al máximo grado posible, de la vecindad de los objetivos militares
, y (vi) el deber de evitar ubicar objetivos militares en o cerca de áreas densamente pobladas
. El incumplimiento de estas obligaciones por una de las partes, no exime a las otras de cumplir con sus propios deberes según el principio de distinción
.”
 (Negrillas fuera de texto)
Pues bien, es con base en estos principios de distinción y precaución, que surge la prohibición de instalar bases militares en zonas pobladas o destinadas para el uso y disfrute de la población civil, y ello debido a la condición de combatiente que ostenta la fuerza pública lo que de contera pone en riesgo la vida e integridad de la población civil, incluso de los bienes del estado ante un inminente ataque dirigido a quienes sí representan objetivo militar. 
Con respecto a este tema, numerosas acciones de tutela han sido negadas por la Corte Constitucional, específicamente que buscaban el retiro de puestos de policía de zonas urbanas, habida consideración del deber de solidaridad (artículo 95.3 de la Constitución), bajo el cual las personas deben asumir ciertas cargas públicas inherentes a la prestación del servicio público encomendado a la policía de preservar las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas (artículo 218 de la Constitución Política).  Sin embargo, también ha considerado el Alto Tribunal que existen límites a ese deber de solidaridad de cara al principio de igualdad ante las cargas públicas. En término de la Corte “…el deber de solidaridad no comporta la obligación de los particulares de asumir indiscriminadamente cualquier tipo de riesgo que comporte una amenaza para sus derechos, pues ello significaría que el Estado está abdicando de su función de garantizar la eficacia de tales derechos y equivaldría a afirmar que es imposible controlar las medidas administrativas por la sola legitimidad de las finalidades que persiguen.”

En estos términos ha dejado sentado la Corte, que si bien la administración puede imponer cargas a los particulares en virtud de la prevalencia del interés general, el Estado está obligado a minimizar los riesgos inherentes, de tal modo que no se someta a las personas a cargas innecesariamente gravosas que impliquen un riesgo sobre la vida e integridad personal.  Por tanto, haciendo acopio de las normas de Derecho Internacional Humanitario que propenden por la protección a la población civil, en casos concretos, la Corte Constitucional, ha considerado que la presencia de un cuerpo armado del estado con la condición de combatiente, genera riesgos para la población civil, y por tanto, el Estado está en la obligación de minimizar dichos riesgos
.

Descendiendo al caso concreto, resuelta incuestionable advertir que la ocupación del Ejército Nacional de terrenos del Municipio de Yarumal, destinados para la recreación, deporte y esparcimiento de sus habitantes, resulta contraria al ordenamiento jurídico colombiano y a las normas del Derecho Internacional Humanitario; en la medida en que el Estado, a través de sus fuerzas militares, está utilizando para su servicio un bien con destinación sustancialmente diferente a tareas militares, convirtiéndolo de consuno en blanco de represalias, máxime si se tiene en cuenta que esta localidad no ha sido ajena al ataque de fuerzas insurgentes. 

Ahora, si se tiene en cuenta que el bien irregularmente ocupado es un bien público al servicio de los habitantes del Municipio de Yarumal y los municipios cercanos, resulta más gravosa la presencia del personal del Ejército Nacional en ese terreno, ante los riesgos a los que somete a quienes hacen uso y disfrute del parque. 
Por lo tanto, bajo esta línea argumentativa y protegiendo el derecho a la seguridad pública de los usuarios del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, este Despacho ordenará a la Nación. Ministerio de Defensa - Ejército Nacional reintegrar al Municipio de Yarumal, la zona del parque que viene siendo ocupada indebidamente por tropas del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”; y por ende el retiro de los miembros de esa institución del mencionado parque. 
Ahora, en este punto, resulta oportuno un pronunciamiento en torno a los argumentos de defensa de la entidad vinculada Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, como quiera que dentro de su intervenciones pone de presente la importancia del puesto de mando en ese lugar, y que el mismo no implica una colisión con el derecho colectivo al goce del espacio público, en todo caso, resalta la primacía del interés general sobre el particular de los usuarios del parque.  
Pues bien, aunque han sido numeras las providencias proferidas por altas cortes en las cuales ante un conflicto de derechos como el espacio público y la seguridad pública han favorecido este último derecho, bajo el entendido que el derecho colectivo al espacio público admite restricciones por razones de seguridad y prevalencia del interés general, en el caso que ocupa la atención del despacho, es precisamente ese derecho a la seguridad pública el que se está protegiendo para la comunidad y usuarios del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita” del Municipio de Yarumal, que se advierte en riesgo ante la presencia de un cuerpo armado del estado en un lugar cercado y de continuo flujo poblacional, en especial de niños, niñas y  deportistas. 

De otro lado, se alega por la parte demandada que sin el puesto de mando en el sitio donde se encuentra ubicado, el orden público se colocaría en graves riesgo para la población del norte antioqueño; de allí que considere que el puesto de mando del Batallón Girardot, es clave para el sostenimiento de la seguridad de municipios como Briceño, Santa Rosa de Osos y el mismo Yarumal. 
Al respecto, este despacho disiente de manera tajante de dicha afirmación pues con la orden que se impartirá en este proveído en ningún momento se está conminando al Ejército Nacional a desatender su obligación de defensa de la soberanía nacional y conservación del orden público, mandato constitucional inquebrantable por las instituciones del Estado; de modo que so pretexto del retiro del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, es inexplicable que se alegue por parte de la institución responsable de la protección de dichos bienes jurídicos, el riesgo del orden público del norte de Antioquia, cuando en dicha zona del Departamento se pueden establecer otros sitios de mando que cumplan con la misma finalidad y estrategia militar y que no pongan en riesgo intereses de la población civil, como sí lo hacen con la base militar que se tiene ubicada en el parque en cuestión. 

6.
 La decisión: 

6.1. Considerando la finalidad preventiva que caracteriza la acción popular, y teniendo por acreditada la amenaza y vulneración a los derechos colectivos invocados, con el ánimo de brindar una protección eficaz a los mismos, se dispondrá que el MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA), en un término de VEINTE (20) MESES, contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, PROYECTE, ADELANTE y EJECUTE las gestiones que desde el punto de vista técnico, administrativo, presupuestal y de planeación considere necesarias, para adecuar y recuperar el espacio público destinado al Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, de acuerdo a las necesidades de los habitantes del Municipio de Yarumal, a fin de dotar a la comunidad de un lugar para la recreación, el deporte y el esparcimiento, según los fines para los cuales estaba destinado, que cumpla con las especificaciones técnicas para este tipo de obras.

En especial, para dar cumplimiento efectivo a la orden que se impondrá mediante esta providencia, el MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL - éste dentro de su competencia-, deberán ejecutar las siguientes actividades orientadas a limpieza, adecuación y recuperación del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”:

6.1.1. La Administración municipal ordenará el cierre del parque prohibiendo el ingreso de usuarios mientras duren las obras de adecuación y recuperación del espacio público, salvo la zona destinada para la placa polideportiva (cancha de fútbol, gradería, camerinos), a la cual se le acondicionará una entrada provisional exclusiva para esa zona, con la instalación de avisos de prohibición de paso e información del riesgo en las demás zonas que conforman el parque. 

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse por parte de la Secretaría de Gobierno y la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal en un plazo máximo de DOS (2) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

6.1.2 Deberá realizarse lavado y desinfección de las piscinas, tobogán y demás zonas húmedas. 

6.1.3. Deberá realizarse limpieza a kioscos y todas las zonas verdes del parque, retirando los elementos mecánicos que no se encuentren en funcionamiento. 

6.1.4. El MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL, deberán adecuar, en condiciones de seguridad y salubridad, la placa polideportiva ubicada en el interior del parque, incluidos camerinos, gradería y unidades sanitarias ubicadas en esa zona. 

6.1.5. Deberá adelantar estudios y diseños técnicos, presupuestales, administrativos y financieros para determinar la forma como se adecuará el parque y se recuperará el espacio público, de acuerdo a las necesidades de la comunidad de Yarumal y a la destinación previa que ya se le había dado a ese lugar. En todo caso, orientadas a precaver un detrimento al patrimonio público del ente territorial. 

El cumplimiento de estas órdenes deberá acreditarse mediante certificación de la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, el Alcalde Municipal y el representante del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal en un plazo máximo de SEIS (6) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

6.1.6. Se ejecutaran las obras que se consideren necesarias para la adecuación y recuperación del espacio público del parque, siempre que cuenten con los diseños técnicos y financieros, y estudios previos de viabilidad y sostenibilidad.

Para la ejecución de las obras que se determinen NECESARIAS para la adecuación y recuperación del espacio público, la administración municipal contará con un plazo máximo de DOCE (12) MESES, contados a partir del vencimiento de los ocho meses dispuestos para las labores de cierre, limpieza y proyección.   

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse mediante Certificación del Municipio de Yarumal en los plazos señalados en acápites anteriores.
En protección del derecho colectivo a la seguridad pública, la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, en un término de DIEZ (10) MESES, contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, reintegrará al MUNICIPIO DE YARUMAL – ANTIOQUIA, la zona del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, que viene siendo ocupada por tropas del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”.  Como consecuencia de lo anterior, se dispone el retiro de los miembros del Ejército Nacional del Parque Recreativo y Ambiental “Rubén Piedrahita Arango”. 
7.
Comité de Verificación.

Para la verificación del cumplimiento de la Sentencia, se conformará un Comité que estará integrado por el señor Diego Fernando Pérez González, en calidad de demandante; un delegado de la Secretaría de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, un delegado de la Secretaría de Gobierno Municipal de Yarumal, el Alcalde de la Localidad; el representante del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal, y por la Personería Municipal de Yarumal (Antioquia), quienes en un término de seis (06) meses, rendirán un primer informe escrito al Despacho sobre las medidas que se hayan adelantado hasta esa fecha, con el fin de cumplir lo ordenado. 

8.
Costas.

No hay lugar a proferir condena en costas a cargo de la entidad demandada, de conformidad con el artículo 38 de la Ley 472 de 1998, porque el Despacho no advierte en su conducta visos de temeridad o mala fe.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DOCE ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.

FALLA

1.
SE DECLARAN NO PROBADAS las excepciones propuesta por la entidad demandada y entidades vinculadas, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

2.
PROCEDE EL AMPARO de los derechos colectivos al goce de un ambiente sano, goce del espacio público y utilización y defensa de los bienes de uso público, y a la seguridad y salubridad públicas; consagrados de manera expresa en los literales a), b) y g) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998, por las razones expresadas en la motivación precedente.

3.
En consecuencia, SE ORDENA al MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA), que en un término de VEINTE (20) MESES, contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, PROYECTE, ADELANTE y EJECUTE las gestiones que desde el punto de vista técnico, administrativo, presupuestal y de planeación considere necesarias, para adecuar y recuperar el espacio público destinado al Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, de acuerdo a las necesidades de los habitantes del Municipio de Yarumal, a fin de dotar a la comunidad de un lugar para la recreación, el deporte y el esparcimiento, según los fines para los cuales estaba destinado, que cumpla con las especificaciones técnicas para este tipo de obras.

En especial, para dar cumplimiento efectivo a esta orden, el MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL - éste dentro de su competencia-, deberán ejecutar las siguientes actividades orientadas a limpieza, adecuación y recuperación del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”:

3.1. La Administración municipal ordenará el cierre del parque prohibiendo el ingreso de usuarios mientras duren las obras de adecuación y recuperación del espacio público, salvo la zona destinada para la placa polideportiva (cancha de fútbol, gradería, camerinos), a la cual se le acondicionará una entrada provisional exclusiva para esa zona, con la instalación de avisos de prohibición de paso e información del riesgo en las demás zonas que conforman el parque. 

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse por parte de la Secretaría de Gobierno y la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal en un plazo máximo de DOS (2) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

3.2. Deberá realizarse lavado y desinfección de las piscinas, tobogán y demás zonas húmedas. 

3.3. Deberá realizarse limpieza a kioscos y todas las zonas verdes del parque, retirando los elementos mecánicos que no se encuentren en funcionamiento. 

3.4. El MUNICIPIO DE YARUMAL (ANTIOQUIA) y el INSTITUTO DEL DEPORTE Y LA RECREACIÓN DE YARUMAL, deberán adecuar, en condiciones de seguridad y salubridad, la placa polideportiva ubicada en el interior del parque, incluidos camerinos, gradería y unidades sanitarias ubicadas en esa zona. 

3.5. Deberá adelantar estudios y diseños técnicos, presupuestales, administrativos y financieros para determinar la forma como se adecuará el parque y se recuperará el espacio público, de acuerdo a las necesidades de la comunidad de Yarumal y a la destinación previa que ya se le había dado a ese lugar. En todo caso, orientadas a precaver un detrimento al patrimonio público del ente territorial. 

El cumplimiento de estas órdenes deberá acreditarse mediante certificación de la Secretaria de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, el Alcalde Municipal y el representante del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal en un plazo máximo de SEIS (6) MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia.

3.6. Se ejecutaran las obras que se consideren necesarias para la adecuación y recuperación del espacio público del parque, siempre que cuenten con los diseños técnicos y financieros, y estudios previos de viabilidad y sostenibilidad.

Para la ejecución de las obras que se determinen NECESARIAS para la adecuación y recuperación del espacio público, la administración municipal contará con un plazo máximo de DOCE (12) MESES, contados a partir del vencimiento de los ocho meses dispuestos para las labores de cierre, limpieza y proyección.   

El cumplimiento de esta orden deberá acreditarse mediante Certificación del Municipio de Yarumal en los plazos señalados en acápites anteriores.
4. 
Así mismo, se ordena a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, que en un término de DIEZ (10) MESES, contados a partir de la ejecutoria de la presente providencia, reintegre al MUNICIPIO DE YARUMAL – ANTIOQUIA, la zona del Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”, que viene siendo ocupada por tropas del Batallón de Infantería No. 10 “Coronel Atanasio Girardot”.  Como consecuencia de lo anterior, se dispone el retiro de los miembros del Ejército Nacional del Parque Recreativo y Ambiental “Rubén Piedrahita Arango”. 

5.
Para la verificación del cumplimiento de la Sentencia, se conformará un Comité que estará integrado por el señor Diego Fernando Pérez González, en calidad de demandante; un delegado de la Secretaría de Planeación e Infraestructura del Municipio de Yarumal, un delegado de la Secretaría de Gobierno Municipal de Yarumal, el Alcalde de la Localidad; el representante del Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal, y por la Personería Municipal de Yarumal (Antioquia), quienes en un término de seis (06) meses, rendirán un primer informe escrito al Despacho sobre las medidas que se hayan adelantado hasta esa fecha, con el fin de cumplir lo ordenado. 

6. Sin costas en esta instancia.

7.
En firme esta providencia, por Secretaría remítase una copia a la Defensoría del Pueblo para los fines descritos en el artículo 80 de la Ley 472 de 1998.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.-

LEIDY JOHANA ARANGO BOLÍVAR
Juez

Asunto:		Acción Popular 


Demandante:	Diego Fernando Pérez González  


Demandado:	Municipio de Yarumal – Antioquia


Vinculados: 	Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y el Instituto del Deporte y la Recreación de Yarumal - INDERYAL


Radicado:		05-001-33-31-012-2012-00158-00


Decisión:		Accede a las súplicas de la demanda 


Tema:			El goce de un ambiente sano; el goce de un espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; la seguridad y salubridad públicas. 














� Folio 6


� La Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional se notificó por conducta concluyente según consta en auto del 22 de junio de 2012 (fl.- 102). 


� Folios 109


� A folios 222 a 225


� A folios 244 y 245.





� Consejo de Estado, Sección Tercera, exp. AP-001 de 2000.


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Quinta. Sentencia del 28 de Junio de 2002. C.P. Dr. Darío Quiñones Pinilla. Exp. 76001-23-31-000-2001-2075-01(AP-472).


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Quinta. Sentencia del 21 de Junio de 2002. C.P. Dr. Roberto Medina López. Exp. 73001-23-31-000-2000-3389-01(AP-471).


� Sentencia, Febrero 10 de 2005. CP. Dra. María Elena Giraldo Gómez. Exp. 25000-23-25-000-2003-0254-01(AP).


� Corte Constitucional, Sentencia T-863ª de 1999.


� Consejo de Estado, Sala de lo contencioso Administrativo, Sección primera, sentencia de 1º de septiembre  de 2005, exp. 2002-03833-01, Consejero Ponente: Dr. Camilo Arciniegas Andrade.


� C-293 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. Alfredo Beltrán Sierra.


� Ley 9ª de 11 de enero de 1989 “Por la cual se dictan normas sobre Planes de Desarrollo Municipal, Compraventa y Expropiación de Bienes y se dictan otras disposiciones”.


� Corte Constitucional. Sentencia C-346 de 1997. M.P. Antonio Barrera Carbonell. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-518 de 1992. José Gregorio Hernández Galindo.


� La afectación es el hecho o la manifestación de voluntad  del poder público, en cuya virtud la cosa queda incorporada al uso y goce de la comunidad (Marienhoff)


� Corte Constitucional. Sentencia T-508 de 1992. M.P. Fabio Morón Díaz.


� Estos elementos se encuentran descritos en el artículo 5º de la Ley 9ª de 1989, complementados con comentarios doctrinales y jurisprudenciales.   


� Consejo de Estado, Sala de lo contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 29 de julio de 2010, expediente 15001-23-31-000-2003-01857-01(AP). M.P. Dra. Maria Claudia Rojas Lasso.





� CONSEJO DE ESTADO, Sección Primera. Sentencia del 13 de Julio de 000. Consejero ponente Dr. Juan Alberto Polo Figueroa. Radicación número: AP-055.


� Diccionario Jurídico Mexicano, México, D.F., UNAM. Tomo VIII, Pág. 84. Def. cit. En CARMARGO, Pedro Pablo. Las acciones populares y de grupo. Grupo Editorial Leyer, 2000.


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera.  Sentencia 741 de noviembre 28 de 2002. C.P. Alier E. Hernández Enríquez. Exp. AP-4100123310002002001001. 


� Ley 9ª de 11 de enero de 1989 “Por la cual se dictan normas sobre Planes de Desarrollo Municipal, Compraventa y Expropiación de Bienes y se dictan otras disposiciones”.


� Sentencia Enero 26 de 2006. Exp. 15001-23-31-000-2003-01345-01(AP). CP. Dr. Ramiro Saavedra Becerra.


� Ibídem.


� Cfr. a folios 86


� Cfr. a folios 89


� Cfr. a folios 217


� Cfr. a folios 218 a 220 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejera ponente: MARIA ELENA GIRALDO GOMEZ. Bogotá, D. C., veintiocho (28) de julio de dos mil cinco (2005).Radicación número: 27001-23-31-000-1992-01758-01(14998)





� A foliosa 716 contrato de obra y Según se deprende del oficio SP 221 suscrito por el señor Carlos Guillermo Atehortúa, Alcalde Municipal de Yarumal y dirigido a la Contraloría General de Antioquia. 


� A folios 158


� Ver folios 692 anexo 2 de pruebas- 


� Cfr.a  folios 508 y 509 anexo 2


� A folios 150 a 155


� Cfr. a folios 89


� Ver folios 218 relación de artículos referente a los usos del suelo que presenta la zona donde se encuentra ubicado el Parque Ambiental y Ecológico “Rubén Piedrahita”. 


� Ver folios 220


� A folios 220


� Cfr. a folios 157


� Cfr. a folios 220


� Ver folios 216


� Artículo 2 de la Constitución. 


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-587 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón.


� Art. 12 Superior.


�Aprobada por la Ley 16 de 1972.


� Artículo 216 de la Constitución. 


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997.


� Sentencia C – 291 de 2007


� Ibídem (El Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia usa el término “protracted”, en la versión inglesa de las sentencias).


� Traducción informal: ““[The] fundamental rules [of humanitarian law] are to be observed by all States whether or not they have ratified the conventions that contain them, because they constitute intransgressible principles of international customary law”. 


� Sentencia citada up supra


� Cita de sentencia C – 791 de 2007


� Artículo 50 protocolo I.


� Traducción informal: “ [it] is aimed at the protection of the civilian population and civilian objects and establishes the distinction between combatants and non-combatants; States must never make civilians the object of attack and must consequently never use weapons that are incapable of distinguishing between civilian and military targets”. Corte Internacional de Justicia, Opinión Consultiva sobre la Legalidad de la Amenaza o el Uso de Armas Nucleares, 1996.


� Traducción informal: “the obligation to respect the distinction between military objectives and non-military objects, as well as between persons participating in the hostilities and members of the civilian population, remains a fundamental principle of the international law in force”. Institute of International Law – Edinburgh Session – “Resolution on the Distinction between Military Objectives and Non-military Objects in General and Particularly the Problems Associated with Weapons of Mass Destruction”, 9 de septiembre de 1969.


� Artículo 50 Protocolo I


� Traducción informal: “The parties to the conflict are obliged to attempt to distinguish between military targets and civilian persons or property”. Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Tihomir Blaskic, sentencia del 3 de marzo del 2000.


� Traducción informal: “Civilian property covers any property that could not be legitimately considered a military objective.” Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Tihomir Blaskic, sentencia del 3 de marzo del 2000. Ver en el mismo sentido la Norma 9 de la Sistematización del CICR: “Son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares”, norma aplicable a conflictos armados tanto internacionales como no internacionales. 


� Sistematización del CICR, Norma 8 (aplicable a conflictos armados tanto internos como internacionales).


� Traducción informal: “in accordance with the principles of distinction and protection of the civilian population, only military objectives may be lawfully attacked”. Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, caso del Fiscal vs. Stanislav Galic, sentencia del 5 de diciembre de 2003.


� En términos de la Comisión: “Además del artículo 3 común, los principios del derecho consuetudinario aplicables a todos los conflictos armados exigen que las partes contendientes se abstengan de atacar directamente a la población civil y a civiles en forma individual, y que al fijar sus objetivos distingan entre los civiles y los combatientes y otros objetivos militares legítimos”. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997.


� AGNU, Resolución 2675 (1970), sobre Principios Básicos para la protección de las poblaciones civiles en los conflictos armados, adoptada por unanimidad.


*Sobre el artículo ha comentado la doctrina: "4768 Que se  ha de entender por "protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares?" Dicho de otro modo: Cuál es el alcance del principio general de protección?"4769 Las operaciones militares designan los movimientos o las maniobras de las fuerzas armadas o de grupos armados en acción Ellas hacen correr a la población civil dos tipos de riesgos: por una parte, el de los ataques; por otra, los efectos de ataques que pudieran afectarla incidentalmente."4770 La protección cubre "los peligros procedentes de operaciones militares", es decir, que la obligacón no solo consiste en abstenerse de atacar, sino tambien en evitar y, en todo caso, reducir a un mismo las pedidas incidentales y en tomar medidas de salvaguarda."4771 Garantizar una protección general de la población civil implica, por consiguiente: "1) prohibir de manera absoluta los ataques dirigidos contra la poblacióin civil como tal o contra personas civiles. En el pá rafo 2, que se comenta más adelante, figura una mención expresa de esta prohibición; 2) limitar los efectos de las operaciones militares que puedan afectar a las personas protegidas."4772 La puesta en práctica de esta protección requiere que se tomen precauciones, tanto por la parte atacante en las diversas fases del ataque (concepción, decisón y ejecución) como por la parte atacada. Por ejemplo, no deberán situarse intencionadamente instalaciones militares en medio de una concentración de civiles para utilizar aotros como escudo o hacer que la parte adversa renuncie a atacar, sin olvidar las otras medidas de precaución que no se explicitan en el Protocolo II. Cada parte debe sercrconcebirlas y adaptarlas a las circunstancias particulares de buena fe, con los medios de que disponga basándose en los principios generales de protección de la población civil, que sonincluidos  independientemente del caráter internacional o interno del conflicto. Conviene recordar los más importantes de ellos, a saber: el principio de la limitación de los medios de dar al enemigo, el principio de la distinción y el principio de la proporcionalidad, que solo rigen cuando no se ha podido garantizar la inmunidad total de la población: - las partes comprometidas en un conflicto no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elección de medios para dar al enemigo; - deber establecerse, en todo momento, una distinción entre las personas que toman parte en las hostilidades y la población civil, de tal manera que esta última sea salvaguardada en la medida de lo posible;  debe examinarse previamente la relaci entre la ventaja directa prevista de un ataque y los efectos nocivos que puedan afectar a las personas y los bienes protegidos."Tomado de Sylvie-Stoyanka Junio, Comentario del Protocolo del 8 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin caracter internacional (Protocolo II) y del arículo 3 de estos Convenios, CICR - Plaza & Jan Editores Colombia S. A., Bogotá 1998.


�  Sistematización del CICR, Norma 15.


� Nota tomada de la sentencia C – 791 de 2007


� Sistematización del CICR, Norma 16: “Las partes en conflicto deberán hacer todo lo que sea factible para verificar que los objetivos que prevén atacar son objetivos militares”, aplicable a conflictos armados internos e internacionales. 


� Sistematización del CICR, Norma 17: “Las partes en conflicto deberán tomar todas las precauciones factibles en la elección de los medios y métodos de guerra para evitar, o reducir en todo caso a un mínimo, el número de muertos y de heridos entre la población civil, así como los daños a los bienes de carácter civil, que pudieran causar incidentalmente.”, aplicable a conflictos armados internos e internacionales. 


� Sistematización del CICR, Norma 22: “Las partes en conflicto deberán tomar todas las precauciones factibles para proteger de los efectos de los ataques a la población civil y los bienes de carácter civil que estén bajo su control.”, aplicable a conflictos armados internos e internacionales. 


� Sistematización del CICR, Norma 20: “Las partes en conflicto deberán dar aviso con la debida antelación y por medios eficaces de todo ataque que pueda afectar a la población civil, salvo si las circunstancias lo impiden”, norma aplicable a conflictos armados internos e internacionales. 


� Sistematización del CICR, Norma 21: “Cuando se pueda elegir entre varios objetivos militares para obtener una ventaja militar similar, se optará por el objetivo cuyo ataque presente previsiblemente menos peligro para las personas civiles y los bienes de carácter civil”, aplicable a conflictos armados internos e internacionales.


� Según el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, “las partes en un conflicto están en la obligación de retirar a los civiles, al máximo grado posible, de la vecindad de objetivos militares” [Traducción informal: “the parties to a conflict are under an obligation to remove civilians, to the maximum extent feasible from the vicinity of military objectives”. Caso del Fiscal vs. Stanislav Galic, sentencia del 5 de diciembre de 2003]. En el mismo sentido, ver la Norma 24 de la Sistematización del CICR: “En la medida de lo factible, las partes en conflicto deberán alejar a las personas civiles y los bienes de carácter civil que estén bajo su control de la proximidad de objetivos militares”.


� Según el Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, “las partes en un conflicto están en la obligación de (…) evitar situar objetivos militares dentro o cerca de areas densamente pobladas” [Traducción informal: “the parties to a conflict are under an obligation (…) to avoid locating military objectives within or near densely populated areas”. Caso del Fiscal vs. Stanislav Galic, sentencia del 5 de diciembre de 2003]. Ver en el mismo sentido la Norma 23 de la Sistematización del CICR: “En la medida de lo factible, las partes en conflicto evitarán situar objetivos militares en el interior o cerca de zonas densamente pobladas.” 


� En términos del Tribunal Penal para la Antigua Yugoslavia, “el incumplimiento de esta obligación por una parte no releva a la parte atacante de su deber de cumplir los principios de distinción y proporcionalidad al lanzar un ataque” [Traducción informal: “the failure of a party to abide by this obligation does not relieve the attacking side of its duty to abide by the principles of distinction and proportionality when launching an attack”. Caso del Fiscal vs. Stanislav Galic, sentencia del 5 de diciembre de 2003].


� 


� Corte Constitucional, Sentencia T – 1206 de 2001.
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